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CAPÍTULO II. ANDALUCÍA EN EL CONTEXTO EUROPEO Y NACIONAL.
2.1. INTRODUCCIÓN.


Cualquier estudio que se realice sobre disparidades económicas entre distintas áreas geográficas pertenecientes a un espacio concreto nos obliga, en cierta manera, a definir dicho espacio y encuadrarlo dentro del entorno en el que se desenvuelve, ya que este último influye de forma relevante en el comportamiento que puedan tener las áreas que componen el espacio en cuestión. Aunque el objetivo de nuestro trabajo es poner de relieve y profundizar en el grado de disparidades económicas en el interior de la región andaluza, así como en destacar los factores que explican dichas diferencias, creemos necesario un estudio previo comparativo de la situación en la que se encuentra la región andaluza, y su evolución, con la española y la Unión Europea, con el fin de determinar su posición en el entorno español y europeo. Complementaremos dicho estudio con un análisis comparativo de los factores, que la literatura económica considera como determinantes del nivel de vida y del crecimiento económico, con los que cuenta la región andaluza para afrontar el proceso de crecimiento económico y convergencia real con el resto de las regiones españolas y europeas.


El objetivo del presente capítulo es, por tanto, encuadrar la economía andaluza dentro del marco nacional y europeo en el que se desenvuelve, estableciendo, en primer lugar, las ventajas, potencialidades y limitaciones que presenta para conseguir la convergencia real con España y la Unión Europea y, en segundo lugar, los niveles comparativos existentes en los factores explicativos del crecimiento económico así como su influencia en el desarrollo económico experimentado por la región andaluza. Lo anterior nos permitirá comprobar si la convergencia regional de Andalucía en el entorno nacional y europeo ha tenido la misma dinámica que la posible convergencia intrarregional en Andalucía, con la finalidad de contrastar si la política regional para la consecución de la convergencia real puede estar favoreciendo o, por el contrario, agravando el nivel de disparidades económicas intrarregionales en la región. Es decir, tratamos de responder a la siguiente pregunta: ¿ha conseguido el crecimiento económico y la convergencia real de la región andaluza en su entorno europeo y nacional acercar económicamente a las distintas comarcas andaluzas?


Para ello, el presente capítulo se estructura de la siguiente manera. En primer lugar, enmarcaremos la economía de la región andaluza en su entorno español y europeo, definiendo los rasgos económicos generales que presenta dicha región; en segundo lugar, analizaremos tanto el nivel de disparidades económicas que presenta la Unión Europea y la situación que presenta Andalucía en dicho contexto, como el proceso de convergencia real seguido por la misma; en el tercer apartado, trataremos de analizar los factores explicativos del nivel de desarrollo y crecimiento económico de la región andaluza, comparándola con los niveles de factores, y la evolución, de la economía europea y española; y por último, expondremos las conclusiones más importantes que podemos extraer del presente estudio.

2.2. ANDALUCÍA EN EL ENTORNO EUROPEO Y ESPAÑOL: ANTECEDENTES.

2.2.1. Las regiones como unidades territoriales en el proceso integrador europeo.


La unidad de análisis de una parte importante de los estudios sobre la influencia de factores socioeconómicos y políticos sobre el desarrollo o el crecimiento ha sido el Estado y no la región. La existencia de una larga tradición de investigación comparada a nivel nacional y, sobre todo, la disponibilidad de información suficiente atrae a una parte de los investigadores de las transformaciones socioeconómicas a seguir el camino estatal en lugar de la más azarosa senda regional.


Otros estudios socioeconómicos recientes han cuestionado la idoneidad de los enfoques nacionales comparados en un contexto como el actual de reestructuración desde un modelo de producción en masa a uno flexible
. Gran parte de la literatura científica sobre la reestructuración socioeconómica subraya que las tendencias y las transformaciones actuales están acarreando una significativa pérdida de importancia de las fronteras nacionales en la génesis del crecimiento y, por lo tanto, del desarrollo. Cuanto más se avanza en la integración de la economía mundial, más se reduce la autonomía del Estado a la hora de establecer su propia política económica independiente. Se produce, así, una progresiva erosión de la “soberanía económica”, mientras que la actividad económica parece tender a desarrollarse cada vez más tanto a nivel supranacional como a nivel regional (Rodríguez Pose, 1995, pág. 103; Lázaro Araujo, 1999b, pág. 736). Desde este punto de vista, podemos afirmar que estamos asistiendo a un lento pero continuo declive de la influencia del Estado mientras que la región surge como la unidad territorial por antonomasia
. Se ha llegado a afirmar que a medida que Europa se convierte en un mercado unificado, con libertad de movimientos para el capital y la mano de obra, tiene cada vez menos sentido concebir las relaciones entre sus Estados miembros según los términos del paradigma tradicional imperante en el comercio internacional, sino que, en su lugar, el tema dominante será el de la economía regional (Krugman, 1991, pág. 8). Existe, pues, un interés creciente por el estudio del papel que juegan las entidades territoriales subnacionales en la génesis de lo que sería un nuevo patrón de desequilibrios socioeconómicos en la Unión Europea. 


Las regiones, por propia definición, tienen una capacidad dependiente, es decir, subestatal. Son partes de la nación y del estado en el que se hallan insertas. Sus competencias pueden ser -aunque no necesariamente- incluso políticas. Por debajo de ellas se sitúan las provincias y los municipios de capacidad competencial meramente administrativa (Petschen, 1998, pág. 64). Por consiguiente, la región se ha convertido en esa célula constituyente de la federación europea, formando al mismo tiempo una unidad política y administrativa que habrá de estar en posesión de las libertades más amplias y de los medios de autogobierno más extensos
. Estas unidades de base habrán de gobernarse libremente, dirigir sus propias finanzas, otorgarse el modelo de enseñanza que mejor responda a sus necesidades y el régimen económico social que sea de su preferencia, etc. (Rojo Salgado, 1996, pág. 62).


En el Parlamento Europeo se utilizó la definición de región como un territorio que forma, desde el punto de vista geográfico, una entidad neta o un conjunto similar de territorios, en los que la población posee ciertos elementos comunes y desea salvaguardar la especificidad resultante y desarrollarla con el fin de estimular el progreso cultural, social y económico, entendiendo por elementos comunes la lengua, la cultura, la tradición histórica, la confesión religiosa e intereses vinculados a la economía y los transportes
.  Precisamente, uno de los más importantes problemas que el proceso integrador europeo está encontrando en su largo camino reside en el carácter desequilibrado del crecimiento económico en el ámbito territorial
. Pese a todo, y aunque las diferencias económico-espaciales se registran también en todos los países miembros de la U.E., no existen dudas sobre la necesidad de conseguir un equilibrio regional en la Unión como condición “sine qua non” para que ésta logre sus fines últimos. La región, por tanto, es la unidad inmediatamente inferior a los estados, y se constituye como pilar básico de la construcción en Europa.

El análisis de las cuestiones socioeconómicas regionales requiere la utilización de una definición de las regiones que capte lo más claramente posible los problemas que deben ser examinados a nivel comunitario. Existen, como ya hemos visto, varios enfoques teóricos que llevan a distintos conceptos de región. La elección realizada de “regiones administrativas o institucionales” como unidades territoriales de base en el entorno de la Unión Europea ha venido determinado por dos factores: por el factor político y por el factor estadístico (Sáenz de Buruaga, 1985, pág. 26). Por el factor político ya que la política regional se pone en práctica por organizaciones nacionales y regionales, es decir, por administraciones. Y por el factor estadístico, ya que las estadísticas regionales son realizadas normalmente a nivel de regiones administrativas (Molle y Van Haselen, 1980). Estos dos aspectos, así como el hecho de que, para el conjunto de la Comunidad no existan datos para otro tipo de subdivisiones regionales, han impuesto la utilización del concepto institucional. Las definiciones subyacentes de las regiones están basadas en la Nomenclatura de las Unidades Territoriales Estadísticas (NUTS) sobre las que se han puesto de acuerdo el Eurostat y los Estados miembros para tener un marco de referencia uniforme para las estadísticas regionales. Esta nomenclatura distingue tres niveles de desagregación regional: regiones NUTS I, que cubren normalmente un número entero de unidades de nivel II; regiones NUTS II o regiones administrativas de base, que cubren un número entero de unidades de nivel III; y regiones NUTS III o subdivisiones de las regiones de nivel II.


Las regiones necesitan disponer de personalidad jurídica plena, contar con una asamblea representativa elegida por sufragio universal y un órgano ejecutivo; disponer de competencias propias y de suficientes recursos para gestionarlas; ser tenidas en cuenta en las decisiones estatales; concretar la solidaridad entre ellas por medio de compensaciones financieras; tener cierta participación en los órganos centrales del estado; contar con capacidad para actuar en el ámbito internacional con exigencias precisas en la preparación de determinados Tratados internacionales de los Estados; poder impulsar la cooperación transfronteriza y, en lo que se refiere a la Unión Europea, contar con competencias y posibilidad de actuación, mantener relaciones particulares con el Parlamento Europeo y estar legitimados para acudir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea.


Por tanto,  podríamos resumir lo anterior afirmando que el Tratado de la Unión Europea ha obrado, sin lugar a dudas, en favor del reconocimiento político del hecho local y regional, en cuanto que establece la ciudadanía europea, instaura el Comité de las Regiones, posibilita la participación de las Regiones a través de las delegaciones gubernamentales en el Consejo, y reconoce el principio de subsidiariedad como mecanismo que exige que la aplicación y la gestión de las políticas comunitarias deba realizarse en el plano administrativo más descentralizado posible, teniendo en cuenta las competencias de las Regiones y de los poderes locales y la organización político-administrativa de los Estados miembros (Sobrino Heredia, 1995, pág. 28)
.

2.2.2. El proceso de convergencia y las disparidades económicas.


En la Unión Europea el problema de las disparidades económicas entre países y entre regiones ha tenido y sigue teniendo un singular interés dado que se relaciona directamente con algunos de los principios básicos que orientan el desarrollo del proceso de integración económica europea
. Este proyecto ha venido marcado por dos objetivos fundamentales desde el punto de vista económico: el primero es favorecer el desarrollo de la Unión Europea en su conjunto, es decir, impulsar el crecimiento potencial del conjunto de países y regiones que constituyen la Comunidad; y el segundo, reforzar la tendencia hacia la homogeneización en un doble sentido: en primer lugar, en los niveles de inflación y los equilibrios macroeconómicos de las economías más desequilibradas con las de los países con menores desequilibrios y mejor comportamiento en sus variables macroeconómicas (convergencia nominal)
; y en segundo lugar, en los niveles de bienestar entre todos los territorios pertenecientes a la misma, o dicho de otro modo, beneficiar a todos los miembros de la Unión Europea contribuyendo así al logro de lo que conocemos como una mayor convergencia real
.


Es a esta última parte referida a la convergencia real a la que vamos a hacer referencia en esta parte del trabajo. El objetivo de la cohesión económico y social en el proceso de integración europea implica un doble reto (Gómez Uranga, 1992, págs. 187-188; Goerlich et. al., 2002, pág. 35):

a) Desde el punto de vista de la cohesión económica, conseguir un cierto equilibrio entre las diversas economías regionales comunitarias; la cohesión económica debe permitir que cada región o pueblo desarrolle la capacidad autónoma para generar riqueza y distribuirla con justicia entre sus miembros, de manera duradera, en sintonía con la reproducción de los recursos físicos y humanos existentes, así como con las necesidades derivadas de su historia, su cultura y sus aspiraciones presentes y futuras; la solidaridad consiste en que los países y regiones más desarrolladas contribuyan a que todos puedan alcanzar en el menor tiempo posible una situación semejante a la así definida.

b) Desde el punto de vista de la cohesión social, conseguir homogeneizar los derechos y oportunidades de los individuos, colectivos o clases sociales, principalmente en la esfera del trabajo; la cohesión social implica la existencia de unas posibilidades de acceder a unas condiciones salariales y de trabajo dignas, beneficiándose los trabajadores de todos los lugares de los soportes sociales que les permitan hacer frente a situaciones inciertas o de desempleo, sin discriminaciones y con semejantes oportunidades de preparación y reciclaje, para el acceso a aquellos trabajos más acordes con su situación e idiosincrasia, así como a las posibilidades de mejora permanente.


Pero lograr estos objetivos no constituye una tarea fácil. La literatura económica ofrece algunos modelos teóricos explicativos claramente contrapuestos, como hemos visto en el capítulo anterior de este trabajo, sobre si los procesos de integración implican que las disparidades territoriales existentes tenderán a desaparecer o no en el futuro. Los modelos de crecimiento regional han tratado de buscar explicaciones a las razones que, desde un punto de vista dinámico, podrían explicar la tendencia del crecimiento económico en ciertas zonas o regiones y, por lo tanto, ayudar a comprender el problema de las disparidades territoriales. Durante los últimos años, estas aportaciones teóricas al crecimiento regional se han manifestado básicamente a través de dos grandes categorías o modelos que, en principio, arrojan predicciones contrapuestas en relación con la posibilidad de alcanzar la convergencia regional: los modelos de crecimiento neoclásicos y los de crecimiento endógeno
.


Las alternativas que definen los dos tipos de modelos de crecimiento apuntados han conducido a que los estudios de convergencia, además de su valor intrínseco, aparezcan como una implicación, contrastable a partir de la evidencia empírica, de los modelos de crecimiento. Un resultado favorable a la convergencia respaldaría la idoneidad de la perspectiva neoclásica, mientras que la ausencia de aquélla supondría el rechazo de los modelos tipo Solow en favor de los de crecimiento endógeno (Pallardó y Esteve, 1997, pág. 26)
.


En el marco de este enfoque encontraría explicación la persistencia de ciertos desequilibrios y la falta de dinamismo de ciertas regiones, observables tanto en el caso español como en el caso europeo. A pesar de la tendencia hacia la convergencia entre los países de la Unión Europea, la evidencia sugiere que a escala regional, los desequilibrios siguen siendo casi tan importantes como lo eran en años anteriores, alcanzando niveles similares a los existentes en los años setenta (Cuadrado Roura et. al., 1998, pág. 28)
. Además, los resultados en los estudios empíricos realizados varían enormemente. Mientras que, por un lado, la mayoría de los análisis de corte neoclásico tienden a poner de manifiesto un cierto predominio global de la convergencia
, por otro, dicha tendencia se discute ampliamente
, o se sugiere que las regiones europeas están evolucionando hacia un modelo de polarización (el denominado “modelo twin peaks”) (Chatterij, 1993; Quah, 1996a, 1996b, 1996c; Villaverde Castro, 2002). Del mismo modo, en el caso de España, algunos trabajos recientes demuestran un cierto estancamiento del proceso de convergencia regional a escala nacional
 y una ligera tendencia a la formación de clubs de convergencia regional
 que se caracterizan por tender a converger principalmente entre ellos.


Lo realmente interesante de cada uno de este tipo de modelos de crecimiento viene dado por el ámbito político, es decir, que cada uno de ellos conduce a consideraciones radicalmente opuestas en relación con el papel del sector público en la corrección de los desequilibrios regionales a largo plazo, y por lo tanto, acerca de la importancia del mantenimiento de una política fiscal activa de redistribución regional (María-Dolores y García Solanes, 2002, págs. 51-52; Sánchez y Ortega, 2002, pág. 264).


Por otra parte, la evidencia empírica disponible tampoco ha logrado eliminar las dudas teóricas que existen al respecto, tanto cuando se analiza lo ocurrido en el interior de los países comunitarios, como cuando los análisis se refieren a un conjunto integrado de ellos, como sucede en el caso de la Unión Europea
. En el ámbito comunitario, el interés y la preocupación por los desequilibrios regionales encuentra su principal razón de ser en un hecho de fácil comprensión: las dificultades existentes para avanzar en el proceso de integración europea cuando se registran diferencias económicas muy sustanciales entre los niveles de vida de las partes (países, regiones y territorios) implicadas (Sánchez y Ortega, 2002, págs. 262-263)
.


Dependiendo del lapso temporal que se considere, la situación europea (y la española) varía. Aunque con matices, a corto plazo sucede que, tanto en la U.E. como en España, se producen los tres hechos siguientes: por un lado, las disparidades regionales son importantes; por otro lado, las disparidades regionales apenas han variado; y por último, el grado de movilidad en el ranking interregional es muy reducido. A plazos más largos, sin embargo, la situación cambia, haciéndolo en algunos aspectos de forma sustancial, especialmente en lo que concierne a la posición ocupada por cada una de las regiones; esto permite alcanzar la conclusión de que, en esencia, no parece posible hablar de un proceso de cristalización de las posiciones iniciales o, de hacerlo, debe ser con muchos matices (Villaverde Castro, 2000, pág. 107).


Las disparidades socioeconómicas entre las regiones europeas pueden ser nocivas para el conjunto de la Unión. Los bajos rendimientos de las regiones menos favorecidas hacen que baje la demanda de productos europeos por parte de los consumidores, dificultan el desarrollo económico, distorsionan la competencia en el mercado único y, finalmente, reducen la competitividad de la Unión Europea en el mercado mundial (Caminal, 2004; López-Bazo et. al., 2004). 


La solución de una parte importante de las disparidades económicas y sociales en la Unión Europea viene dada de la mano de la política regional comunitaria, que constituye un importante mecanismo para solventar algunas de las diferencias regionales de partida
. Los principales instrumentos en la persecución de la cohesión económica y social a escala regional dentro de la Unión Europea son: los Fondos Estructurales
 (FEDER
, FSE
, FEOGA-Sección Orientación
 y el IFOP
), las Iniciativas Comunitarias
 y el Fondo de Cohesión
, que han supuesto en los últimos años una importante transferencia de recursos hacia las regiones con mayores problemas. Las exigencias en cuanto a la elegibilidad de las acciones y aplicación de estos recursos obligan a los países y regiones receptoras a diseñar objetivos y programas a medio plazo, orientadas a resolver deficiencias en infraestructuras, formación, reorientación de cultivos, impulso a nuevas actividades productivas, etc.

2.2.3. Rasgos generales de la economía andaluza.


Andalucía, con una extensión de 87.268 km2, es la segunda región en superficie de España, sólo superada por Castilla-León (94.147 km2). Ocupa el 17,29 % del territorio español y el 2,7 % del territorio de la Unión Europea. Disfruta de una situación geográfica privilegiada por su condición de frontera meridional de Europa, a escasos kilómetros del norte de África, lo que la convierte en vía natural de comunicación entre Europa y el Magreb
 (cuya población superará los 100 millones de habitantes en el año 2010
). Además, cuenta con la ventaja de la progresiva integración en los nuevos ejes de desarrollo económicos
.


La conformación natural de Andalucía y la red de asentamientos urbanos que se distribuye por ella han marcado de forma clara el diferente grado de desarrollo entre unos territorios y otros, intensificando las disparidades territoriales. El mayor dinamismo económico y demográfico, así como la concentración de la actividad industrial, la agricultura intensiva y los servicios avanzados, se localizan fundamentalmente en las áreas litorales y en la red de grandes ciudades de Andalucía.


Las profundas transformaciones sectoriales experimentadas por Andalucía en las últimas décadas, así como las fuertes tasas de crecimiento de su economía, superior a la media nacional, no han conseguido reducir sus principales deficiencias estructurales y sociales como los altos índices de desempleo, los bajos niveles de producción, renta y rentabilidad, la escasez de relaciones exteriores, la desarticulación territorial y la ausencia de un tejido empresarial compacto. A pesar de las limitaciones que presenta, también cuenta con fuertes potencialidades como (Lima Díaz, 1997, pág. 788): la localización geográfica que nos sitúa en una encrucijada de enlaces marítimos, así como en la frontera meridional de Europa, lo que la configura como una posición estratégica de la que se pueden extraer ventajas de situación; una población relativamente joven; un cambio en las actitudes colectivas frente a la educación, la formación, la innovación y el desarrollo de las empresas; la introducción del cambio técnico y de la innovación como temas del debate económico; altas tasas de productividad de un sector primario, sin graves problemas de excedentes, con vistas a la exportación; proyectos de futuros complejos industriales de máquinas, equipos y material electrónico y eléctrico que hacen que el sector industrial, con escasa participación en la formación del VAB regional, encuentre nuevas posibilidades de desarrollo; grandes posibilidades de desarrollo turístico cuya capacidad competitiva ha venido acrecentándose paulatinamente como consecuencia de la creciente valoración que se hace del producto turístico andaluz en el mercado; condiciones medioambientales generalmente buenas, gracias a la intervención de la Administración; y fuerte mejora de las infraestructuras de producción y transporte (comunicación interna y enlaces interregionales).


No debemos olvidar las deficiencias que presenta Andalucía y que aún se han de subsanar como (Lima Díaz, 1997, págs. 788-789): una estructura productiva con elevado peso del sector primario en contraste con una industria que participa muy poco en la generación del VAB de la región (Ruiz Manjón-Cabeza, 1989, pág. 48)
; alto desempleo y baja tasa de actividad, más acentuada para el caso de las mujeres; insuficiente cualificación de los recursos humanos y nivel educativo muy inferior a la media nacional, unido a una escasa capacidad de investigación y desarrollo; ausencia de una estrategia de crecimiento propia de la región, lo que obliga a seguir modelos imitativos de otras, restando competitividad a nuestro empresariado y debilitando también el mercado de trabajo; insuficiente dotación de infraestructuras y equipamientos básicos que dificultan la consecución de una mejor articulación del territorio y que hacen que el territorio tienda a polarizarse en torno a determinados ejes de desarrollo, acentuando con ello los desequilibrios espaciales que impiden un desarrollo armónico de la región; la falta de una reestructuración del sector agrícola, que repercute en un mayor desempleo; la fuerte concentración espacial de las actividades productivas; la falta de funcionalidad del sector industrial, por la deficiencia de enlaces con el exterior y centrado en las fases iniciales del proceso productivo donde se genera un menor valor añadido bruto; modelo muy dependiente de la financiación pública y de actividades vinculadas al sector turístico: y debilidad de los ejes de integración periférica.


Existen autores que consideran en Andalucía el efecto denominado subdesarrollo andaluz (Román, 1995, págs. 179-181; Alburquerque, 1984, págs. 64-67): bajos niveles de producción, de empleo, de inversión, de renta, de niveles de vida y de calidad de vida; alto nivel de desocupación real debido, entre otros factores, a la incorporación de tecnologías cada vez más intensiva en capital, lo que agrava el problema del paro cuando el único factor productivo abundante en Andalucía es la mano de obra
; el efecto estancamiento que padece, no sólo porque su crecimiento es inferior a la media nacional, sino porque ello incrementa la distancia con las regiones más desarrolladas de España; desarticulación del tejido económico, debido a la fuerte concentración productiva y espacial de las actividades económicas unida a la debilidad de los vínculos, funcionales y territoriales, entre ellas, creando lo que se ha dado en llamar “islotes de actividad”
; predominio de un capitalismo agrario y una estructura de la propiedad de las tierras andaluzas fuertemente latifundista
, que hacen que los ingresos procedentes de las rentas agrarias se concentren no teniendo un destino productivo orientado hacia la economía interna, ya que buscan líneas de mayor rentabilidad en el exterior; elevada extraversión
 de la economía andaluza, a la que se une una fuerte dependencia productiva, energética, tecnológica
, financiera, comercial
, cultural
, etc., del exterior; escasa cultura empresarial (ya que no hay en Andalucía una “cultura productiva” tal y como se entiende en los ámbitos convencionales, sino que lo que hay es una “cultura consuntiva”) y bajo nivel de cualificación de la mano de obra; progresivo deterioro del medio ambiente andaluz (contaminación atmosférica, paisajística, de los ríos, de las costas y de las playas; desforestación y desertización; crecimiento urbano desordenado; etc.). No obstante, Andalucía cuenta con aspectos positivos que permiten albergar un cierto optimismo como son su extensión superficial (que equivale, como dijimos anteriormente, a la de Portugal o duplica a países como Dinamarca, Holanda o Bélgica), su volumen de población (aspectos, estos dos, esenciales para la determinación del tamaño del mercado), su posición estratégica (encrucijada entre dos mares y dos continentes) y lo que ello implica en términos climatológicos y sus consecuencias (producciones agrarias, actividades turísticas, etc.), su historia y cultura, etc., es decir, características esenciales de la estructura socioeconómica o rasgos estructurales permanentes de nuestra situación y de nuestra condición.


Andalucía es considerada como región objetivo nº 1, debido a que su PIB per cápita se sitúa por debajo del 75 % de la renta media comunitaria
. Estas regiones (las incluidas en el objetivo nº 1), además, comparten la característica de presentar unos niveles de desarrollo socioeconómico muy alejados de la media europea y, en términos comparativos, importantes déficits en dotaciones de infraestructura económica y equipamientos sociales básicos. Estas características, propias de las regiones objetivos nº 1 en general, y de Andalucía en particular, hace que la misma se encuentre, según Mella (1998b, pág. 307), agarrotada por estructuras y obstáculos no sólo económicos, sino también sociales, políticos y culturales, que están lastrando sus posibilidades de desarrollo y que conviene diagnosticar para diseñar las líneas maestras que debe poner en práctica para superar su atraso secular.

2.3. DISPARIDADES ECONÓMICAS Y CONVERGENCIA DE LA REGIÓN ANDALUZA.


En este apartado intentaremos encuadrar el proceso de desarrollo económico de Andalucía dentro de su entorno nacional y europeo. Para ello, utilizaremos como indicador, en primer lugar, el Producto Interior Bruto per cápita. Adentrándonos en la actividad económica de Andalucía en el conjunto de la Unión y en el contexto español, medida en principio a partir del crecimiento medio anual del Producto Interior Bruto en el periodo 1986-1996, podemos constatar como el crecimiento experimentado por Andalucía (3,1 %) ha sido mayor al de UE-15 (2,1 %) y España (2,8 %), no siendo así durante todo el periodo analizado, ya que dicha tendencia se ve rota en el periodo recesivo 1991-1996. Ello muestra que el crecimiento económico de Andalucía se impone al europeo y español en los periodos expansivos, siendo menor en los periodos recesivos. Ahora bien, hemos de tener en cuenta que el mayor crecimiento que ha experimentado el PIB de Andalucía en el periodo 1986-1996 ha venido acompañada por un mayor crecimiento demográfico, lo que hace que el crecimiento experimentado por su PIB per cápita
 (2,48 %), de igual cuantía al de España en el mismo periodo (2,49 %) haya sido superior al de EUR15 (1,69 %), pero no suficiente para alcanzar un mayor acercamiento real a la Unión Europea. Sobre este particular, el dato más significativo de todos es que el PIB per cápita de Andalucía se sitúa muy por debajo del 75 % de la media comunitaria, motivo por el cual la región ha sido catalogada como región del Objetivo nº 1 y, en consecuencia, beneficiaria de las ayudas estructurales que tal consideración conlleva.

CUADRO Nº 2.1

	CRECIMIENTO ANUAL MEDIO DEL PIB,

	1986-1996

	
	
	
	

	
	EUR15 (a)
	ESPAÑA
	ANDALUCÍA (b)

	1986-96
	2,1
	2,8
	3,1

	1986-91
	3,0
	4,3
	5,0

	1991-96
	1,5
	1,3
	0,9

	(a) Tasas de crecimiento de 1986-96 y 1986-91: excluidos

	los nuevos Länder alemanes
	
	

	(b) Tasas de crecimiento deflactadas con el deflactor implícito

del PIB (base 1986 = 100) elaborado por el BBV


FUENTE: Eurostat (REGIO); cálculos de la DGXVI. Comisión Europea. INE. Contabilidad Regional de España. Base 1986. Series 1986-1993; 1991-1996.


A pesar del mayor crecimiento experimentado por el PIB per cápita andaluz con respecto al de la Unión, que ha permitido alcanzar un PIB per cápita en 1996 del 57 % de la media de la Unión frente al 53 % que tenía en 1986, no ha conseguido elevarlo a un puesto mayor dentro del conjunto de las regiones europeas, ya que pasó de la posición 16 de las regiones más atrasadas de la Unión en 1986 al puesto 11 de las mismas en 1996, con un retroceso de 5 puestos. Hay que añadir también que, según los datos ofrecidos por Eurostat, New release, nº 18/2000, Andalucía pasó a ocupar la posición 8 de las regiones menos desarrolladas en 1997, con un PIB per cápita del 58 % de la media de la Unión Europea, descendiendo tres puesto en el ranking regional europeo (Villaverde Castro, 2000, pág. 114).


En el cuadro nº 2.2 también podemos observar como las disparidades regionales dentro de la Unión siguen siendo muy importantes, existiendo unas fortísimas diferencias entre las regiones más ricas y las más pobres, con el agravante añadido de la intensa cristalización que presenta la posición que ocupan las regiones europeas extremas en el ranking del PIB per cápita, ya que de las 10 regiones más ricas, 8 de las que en 1995 ocupaban los primeros diez primeros puestos lo ocupaban también en el año 2000, cinco años después, y 7 de las que en 1995 ocupaban los primeros diez puestos entre las regiones más pobres, en el 2000 volvían a repetir. No obstante, se producen cambios importantes en las posiciones ocupadas por numerosas regiones europeas (especialmente de las situadas en una amplia franja central) (Ezcurra, et. al., 2003, pág. 25
; Villaverde Castro, 2003, pág. 95). Estos resultados no hablan de un grado de movilidad en el ranking regional muy aceptable, aunque tampoco se puede concluir que haya habido una cristalización de las posiciones inicialmente ocupadas, sobre todo de las que ocupan las posiciones centrales. Esto significa que la verdadera gravedad de las disparidades regionales en Europa es menor de lo que cabría pensar considerando únicamente como criterio el cociente entre la región más rica y la más pobre (o, como se hace habitualmente, el cociente entre las diez o veinticinco más ricas y más pobres)(Villaverde Castro, 2000, pág. 110).

CUADRO Nº 2.2

	PIB PER CÁPITA DE LAS REGIONES MÁS RICAS Y MÁS POBRES DE LA UE,

	1995 Y 2000

	(PIB per cápita en EPA, EUR15 = 100)

	
	
	
	
	
	

	Regiones
	1995
	
	Regiones
	2000
	

	
	PIB
	Nº de orden
	
	PIB
	Nº de orden

	Inner London (UK)
	229,8
	1
	Inner London (UK)
	241,4
	1

	Rég. Bruxelles-Cap./Brussel Hfdst. Gew (B)
	227,9
	2
	Rég. Bruxelles-Cap./Brussel Hfdst. Gew (B)
	217,6
	2

	Hamburg (D)
	185,4
	3
	Hamburg (D)
	181,5
	3

	Île de France (F)
	160,3
	4
	Île de France (F)
	158,3
	4

	Wien (A)
	155,7
	5
	Wien (A)
	157,0
	5

	Darmstadt (D)
	152,7
	6
	Oberbayern (D)
	154,4
	6

	Oberbayern (D)
	148,9
	7
	Darmstadt (D)
	148,8
	7

	Bremen (D)
	144,8
	8
	Stockholm (S)
	147,0
	8

	Valle d´Aosta (I)
	139,7
	9
	Uusimaa (Suuralue) (FIN)
	143,2
	9

	Lombardía (I)
	137,6
	10
	Bremen (D)
	142,9
	10

	10 superiores
	168,3
	
	10 superiores
	169,2
	

	Iperios (EL)
	43,0
	1
	Iperios (EL)
	47,1
	1

	Extremadura (E)
	49,3
	2
	Réunion (F)
	50,4
	2

	Açores (P)
	51,5
	3
	Dytiki Ellada (EL)
	51,1
	3

	Peloponnisos (EL)
	51,8
	4
	Açores (P)
	51,7
	4

	Dytiki Ellada (EL)
	52,7
	5
	Extremadura (E)
	53,0
	5

	Réunion (F)
	52,8
	6
	Guyane (F)
	53,7
	6

	Guyane (F)
	55,2
	7
	Centro (P)
	54,2
	7

	Anatoliki Makedonia, Thraki (EL)
	55,6
	8
	Alentejo (P)
	54,5
	8

	Guadeloupe (F)
	56,2
	9
	Anatoliki Makedonia, Thraki (EL)
	54,6
	9

	Ionia Nisia (EL)
	56,2
	10
	Norte (P)
	56,0
	10

	10 inferiores
	52,4
	
	10 inferiores
	52,6
	

	Andalucía
	58,0
	13
	Andalucía
	61,2
	14


FUENTE: Comisión Europea (2003). Las comparaciones entre los Estados miembros o las regiones se realizan expresando el PIB en UPA (unidades de poder adquisitivo), en el que se realizan ajustes para tener en cuenta las diferencias entre los niveles de precios de los países que no recogen necesariamente los tipos de cambio vigentes. Véase al respecto Comisión Europea (1999).


Lo anterior nos hace pensar que los cambios de posición que se producen en las regiones europeas no son lo suficientemente fluidos como para pensar que el problema de las disparidades es transitorio (debido a la falta de movilidad de las regiones en el ranking del PIB per cápita
), sino que la permanencia de las posiciones de las regiones europeas en el ranking puede darnos la idea de que la solución de las disparidades socioeconómicas en la Unión es un problema con no fácil solución, y en la que tiene que intervenir más activamente las autoridades públicas. Podemos afirmar, por tanto, que las regiones inicialmente más ricas tienden a mantener su situación privilegiada, mientras que las más pobres ven consolidada, por el contrario, su posición de atraso relativo. Entre unas y otras, sin embargo, se aprecia un grado de movilidad muy elevado, que hace menos gravoso y preocupante el nivel de las disparidades regionales (Ezcurra et. al., 2003, pág. 25). Los resultados anteriores parecen conducirnos, una vez más, a una conclusión bastante obvia, y es que la política regional, tanto a escala comunitaria como española, sigue siendo necesaria. Ahora bien, dado que su puesta en práctica no ha sido hasta el momento presente muy eficaz, es obvio también que la política regional necesita de una urgente y profunda reorientación, además de, probablemente, una mayor dotación financiera (Villaverde Castro, 2000, págs. 114-115).


Se observa también una ligera reducción de las desigualdades regionales en el año 2000. Si en 1995 el número de regiones con un PIB per cápita igual o inferior al 60 % de la media de la Unión Europea era de 14, cinco años después se ha reducido hasta 13. Por otro lado, y en el lado opuesto, 6 regiones han mantenido su posición con un nivel de PIB per cápita superior al 150 % de la media europea entre 1995 y el 2000. Con todo, se tiene que de todas las regiones NUTS II que se contabilizaban en el 2000, en 103 de ellas ha mejorado su posición relativa en términos de PIB per cápita (Consejería de Economía y Hacienda, 1998, pág. 189), siendo la mayoría de estas regiones las que partían con un PIB per cápita menor en 1995.

GRÁFICO Nº 2.1
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.


El acercamiento real de Andalucía a la media de las regiones de la Unión, en una perspectiva temporal bastante más dilatada, la que va desde principios de los años 60 hasta 1998, imprime dos hechos significativos: el primero viene dado por la lejanía real existente aún en el desarrollo económico de la región andaluza respecto a la media europea, que en el periodo analizado su PIB per cápita nunca llegó a superar la barrera del 60 % del de EUR15
, y llegando a alcanzar en el año 1998 un índice de PIB per cápita similar al que tenía en 1975 (alrededor del 59 %); el segundo viene dado por el suave proceso de convergencia real que se ha producido en el periodo analizado, sólo interrumpido por el periodo de crisis económica sufrido por la primera y segunda crisis del petróleo (1975-1985). Este proceso de convergencia de Andalucía con respecto a la Unión puede considerarse, en buena medida, resultado de la integración de dicha región a la Europa comunitaria, ya que como observamos, en la etapa más reciente, dicho proceso se pone de manifiesto a partir de 1985 (y la incorporación de España a la entonces Comunidad Económica Europea se produce el 1 de enero de 1986). Aún así, y este es, obviamente, el aspecto negativo de la cuestión, el índice correspondiente no llega en ningún momento al 60 % de la media comunitaria, como mencionamos anteriormente, lo que nos ilustra sobre el hecho de que la región es una de las menos desarrolladas de la Unión Europea.

CUADRO Nº 2.3

	COMPARACIÓN DEL PIB PER CÁPITA DE ANDALUCÍA  CON LAS

	REGIONES ESPAÑOLAS Y LA UNIÓN EUROPEA, 1995 Y 2000

	(PIB en EPA, EUR15 = 100)

	
	
	
	

	
	1995
	2000
	Media 98-99-00

	Andalucía
	58,0
	61,2
	60,2

	Aragón
	84,8
	87,9
	86,6

	Asturias
	68,9
	70,9
	69,9

	Baleares
	97,1
	98,3
	98,4

	Canarias
	75,2
	77,5
	77,6

	Cantabria
	72,7
	80,3
	77,2

	Castilla La Mancha
	64,2
	66,8
	66,0

	Castilla y León
	74,5
	75,9
	74,8

	Cataluña
	95,5
	99,5
	98,2

	Comunidad Valenciana
	74,2
	79,2
	78,1

	Extremadura
	49,3
	53,0
	51,9

	Galicia
	63,2
	64,7
	64,4

	Madrid
	102,9
	110,0
	108,9

	Murcia
	65,2
	68,7
	68,2

	Navarra
	99,1
	105,3
	103,1

	País Vasco
	93,3
	101,5
	99,3

	La Rioja
	89,8
	91,2
	91,5

	Ceuta y Melilla
	65,3
	68,1
	69,0

	ESPAÑA
	78,2
	82,2
	81,2

	UE-25
	90,2
	90,7
	90,7

	UE-27
	86,2
	86,5
	86,6


FUENTE: Eurostat (REGIO); cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003).


El cuadro nº 2.3, en líneas generales, pone de relieve que se ha producido un acercamiento generalizado en todas las comunidades autónomas españolas a la media de la Unión Europea. Las comunidades que han mostrado mayores avances han sido, en este orden, País Vasco (8,2 puntos), Cantabria (7,6 puntos), Madrid (7,1 puntos), Navarra (6,2 puntos), Comunidad Valenciana (5 puntos) y Cataluña (4 puntos), todas ellas con un incremento de su posición relativa superior al experimentado por término medio a nivel nacional (4 puntos). De otro lado, resaltamos que si en 1995 sólo la Comunidad Autónoma de Madrid tenía un PIB per cápita superior a la media europea, en el año 2000 las comunidades que superaban dicho umbral eran Madrid, Navarra y País Vasco, situándose además Cataluña y Baleares muy próximas a la misma. Con todo, se tiene que en los años transcurridos desde la integración de España a la actual Unión Europea, la dispersión relativa de los niveles de PIB per cápita de las distintas regiones españolas respecto a la media comunitaria se ha reducido en un 20,5 % (Consejería de Economía y Hacienda, 1998, pág. 189)
.


El caso de Andalucía no ha sido una excepción. Si en 1995 su nivel de PIB per cápita representaba el 58 % del promedio de la Unión Europea, cinco años después se sitúa en el 61,2 % (experimentando un crecimiento de 3,2 puntos), aumento, en cualquier caso, inferior al experimentado en el conjunto nacional (4 puntos). Este ritmo de avance se justifica, en parte, por el mayor dinamismo de la población andaluza, que en el periodo 1986-1996 aumentó un 7 %, frente al 3 % registrado en España, según datos del INE (Consejería de Economía y Hacienda, 1998, pág. 189).


La situación de Andalucía dentro del conjunto de las comunidades autónomas españolas nos permite hacer una serie de comentarios. El primero viene dado por la posición que ocupa la región andaluza como segunda región menos desarrollada en el panorama nacional, sólo superada en su grado de subdesarrollo por Extremadura en los dos periodos que estamos analizando, aunque ésta región presenta un velocidad de acercamiento real algo mayor al de Andalucía, ya que su crecimiento medio en el periodo analizado fue de 3,7 puntos, y por tanto superior a la velocidad de acercamiento de Andalucía, que fue únicamente de 3,2 puntos. La segunda idea que podemos extraer del cuadro anterior viene fundamentada en el dato de PIB per cápita que presenta Andalucía en los dos periodos analizados, muy por debajo del dato que presenta la media del conjunto nacional. La tercera idea viene de la mano del crecimiento experimentado entre 1995 y el año 2000, ya que en Andalucía fue menor al crecimiento medio de la media nacional (4 puntos), lo que implica una paralización o incluso un cierto alejamiento de Andalucía hacia la posición media que ocupan el conjunto de las regiones españolas. Y por último, el cuadro resalta también las fuertes disparidades regionales existentes entre las regiones españolas, problema que limita y condiciona el crecimiento de las mismas no sólo en el entorno nacional sino también en el entorno europeo.


Con la ampliación de la Unión Europea a 25 Estados miembros, el panorama económico cambia
 (Costa-I-Font y Tremosa-I-Balcells, 2003). Todas las regiones españolas alcanzan un mayor porcentaje de PIB per cápita medio europeo, ya que como podemos observar, el PIB per cápita medio de UE-25 está muy por debajo del de UE-15. Andalucía, por ejemplo, pasaría de un PIB per cápita que supone el 61,2 % de la media europea para los 15 países miembros de la Unión, a un 67,5 % en el año 2000, debido a que la media de los 10 Estados miembros candidatos a la adhesión era en el mismo año del 43,7 % de la media europea. Por tanto, incluso tras la adhesión de los países del Este, Andalucía seguiría perteneciendo a las regiones consideradas como Objetivo nº 1, ya que no llega a alcanzar el 75 % de la renta media europea (Cordero Mestanza, 2003, pág. 195; Villaverde Castro, 2003, pág. 95).

GRÁFICO Nº 2.2


[image: image2.wmf]PIB Y RFBD POR HABITANTE DE ANDALUCÍA RESPECTO A ESPAÑA

(España = 100)

60

62

64

66

68

70

72

74

76

78

80

82

84

59

61

63

65

67

69

71

73

75

77

79

81

83

85

87

89

91

93

95

97

98

Años

Índice de Andalucía

PIBpc

RFBDpc

FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.


La evolución seguida por el PIB per cápita de Andalucía con respecto al PIB per cápita medio español nos permite comprobar que a lo largo de todo el periodo analizado, Andalucía nunca llega a superar la barrera hasta ahora infranqueable del 76 %, a pesar del acercamiento que se produjo en el mismo entre el año 1959 y el año 1977, año este último a partir del que se produce una paralización o estancamiento en el avance del desarrollo económico andaluz, pudiendo hablar incluso de un suave retroceso en la posición andaluza.


El verdadero nivel de vida de los individuos andaluces supera el mostrado por el indicador del PIB por habitante. En concreto, si prestamos atención a la renta familiar bruta disponible (RFBD) por habitante en el periodo 1967-1997 (gráfico nº 2.2) observamos que la situación de Andalucía se encuentra por encima de los seis puntos porcentuales más próximo a la media nacional de lo que indica el PIB por habitante, lo que pone de relieve la capacidad redistribuidora del sector público en Andalucía. Es decir, las capacidades de consumo y ahorro e inversión de la región son superiores que las que su PIB per cápita les hubiera permitido obtener debido, precisamente, a la existencia de transferencias redistributivas de rentas vía sector público, que dota a la región de unos mayores niveles de ingresos que los estrictamente derivados de la propia actividad productiva regional. Por tanto, podemos afirmar que Andalucía, como sucede en otras regiones atrasadas españolas, sufre una importante desventaja interterritorial en términos de capacidad productiva, que es corregida ulteriormente por la asistencia de las Administraciones Públicas, con el fin de mejorar las condiciones de vida de su población (Mella Márquez, 1998b, págs. 307-308). Ahora bien, nuestra pertenencia a la Unión Europea con las consiguientes restricciones y consolidaciones presupuestarias y la pertenencia a la Unión Monetaria, hace difícil mantener en el futuro un escenario basado en importantes ayudas financieras venidas de fuentes ajenas a la región. Por ello, lo más conveniente es diseñar una estrategia que permita lograr cada vez mayores niveles de renta y de bienestar a partir de las fuentes propias de creación de riqueza (Le Gallo y Ertur, 2003).

Al hilo de lo anterior, hemos de resaltar también que el mercado de trabajo es uno de los factores que más claramente reflejan la salud de una economía (Fischer y Nijkamp, 1989, pág. 388). Existen distintas fuerzas que inciden en la dinámica seguida por el mercado de trabajo, entre las que nos encontramos
: los cambios socio-demográficos (envejecimiento, migración), los cambios sociales (formas de vida, jubilación anticipada), la reconversión económica (fenómenos de estancamiento y recuperación), los cambios tecnológicos (la aparición de la microelectrónica) y los cambios de la política pública (desregulación, privatización).


El fuerte dinamismo del mercado de trabajo viene también acompañado de efectos secundarios, tal como la inversión de las tendencias migratorias (como por ejemplo el crecimiento negativo de las grandes ciudades o la redistribución demográfica entre la ciudad y el campo), el descenso de los índices de migración laboral, el aumento de la población suburbana que trabaja en el centro urbano, el desfase geográfico entre la oferta y la demanda de empleo, y la aparición de una escasez de personal altamente cualificado (por ejemplo, en el sector informático).


También es verdad que los cambios estructurales acaecidos en los mercados de trabajo en la Unión Europea en los últimos tiempos han dado origen a una gran variedad de problemas en el funcionamiento de los mismos así como graves problemas sociales (Fischer y Nijkamp, 1989, pág. 388), de los que no ha estado ajeno el mercado de trabajo andaluz, como: el aumento del desempleo en casi todos los territorios, aunque las tasas varían de unos a otros; la distribución de las oportunidades de empleo entre regiones, sectores y clases económicas; alto grado de inercia, que se refleja en conjunto en la baja movilidad laboral (lo que sugiere la necesidad de elaborar una teoría sobre el comportamiento de los individuos en el proceso de búsqueda de empleo) y el declive del modelo de actividad regional-sectorial; el aumento de la vulnerabilidad de segmentos concretos del mercado de trabajo, relacionados con la edad; la especialización regional en ciertos sectores productivos o el origen étnico; y la marginación de ciertos colectivos de la fuerza laboral.


Los estudios sobre el mercado de trabajo se han convertido ya en algo muy habitual en la literatura económica. Probablemente, no nos equivocaríamos cuando decimos que muy pocos son los economistas interesados en el ámbito de la economía aplicada que no han elaborado en alguna ocasión algún trabajo de este tipo
. Con el fin de encuadrar a Andalucía en su entorno de influencia, vamos a realizar un breve estudio sobre el mercado laboral de esta región comparándola con el de la economía nacional y europea.


La tasa de desempleo de la economía andaluza hace años que ha alcanzado y mantiene cotas en torno al triple de la media comunitaria, constituyendo, sin duda, el desequilibrio más preocupante de cuantos aquejan a nuestra región, debido al fuerte impacto social que ello conlleva
.

CUADRO Nº 2.4

	TASA DE PARO DE LAS REGIONES MÁS Y MENOS AFECTADAS POR EL PARO 1991-2001

	Regiones
	1991
	
	Regiones
	2001
	

	
	Tasas
	Nº de orden
	
	Tasas
	Nº de orden

	Ceuta y Melilla (E)
	29,80
	1
	Réunion (F)
	33,30
	1

	Andalucía (E)
	24,70
	2
	Guadeloupe (F)
	29,00
	2

	Extremadura (E)
	24,20
	3
	Martinique (F)
	26,30
	3

	País Vasco (E)
	19,10
	4
	Calabria (I)
	24,80
	4

	Sicilia (I)
	18,70
	5
	Campania (I)
	22,40
	5

	Calabria (I)
	18,60
	6
	Andalucía (E)
	22,30
	6

	Campania (I)
	17,80
	7
	Extremadura (E)
	22,10
	7

	Basilicata (I)
	17,00
	8
	Ceuta y Melilla (E)
	21,90
	8

	Comunidad Valenciana (E)
	15,90
	9
	Sicilia (I)
	20,80
	9

	Sardegna (I)
	15,70
	10
	Guyane (F)
	20,50
	10

	10 superiores
	20,15
	
	10 superiores
	24,34
	

	Aland (FIN)
	1,80
	1
	Utrecht (N)
	1,20
	1

	Stockholm (S)
	1,90
	2
	Aland (FIN)
	1,30
	2

	Stuttgart (D)
	2,00
	3
	Berkshire Buckinghamshire Oxfordshire (UK)
	1,60
	3

	Tübingen (D)
	2,10
	4
	Flevoland (N)
	1,90
	4

	Oberbayem (D)
	2,10
	5
	Noord-Holland (N)
	2,00
	5

	Schwaben (D)
	2,10
	6
	Surrey, East-West Sussex (UK)
	2,00
	6

	Centro (P)
	2,30
	7
	Noord-Brabant (N)
	2,00
	7

	Smäland med Öarna (S)
	2,30
	8
	Zuid-Holland (N)
	2,10
	8

	Östra Mellansverige (S)
	2,50
	9
	Oberösterreich (A)
	2,10
	9

	Vorarlberg (A)
	2,50
	10
	Gelderland (N)
	2,20
	10

	10 inferiores
	2,16
	
	10 inferiores
	1,84
	

	UE-15
	7,90
	
	UE-15
	7,60
	

	UE-25
	s.d.
	
	UE-25
	8,70
	

	UE-27
	s.d.
	
	UE-27
	8,80
	

	NOTA: No se disponen datos para algunas regiones de Francia, Alemania y Reino Unido para el año 1991.
	


FUENTE: Eurostat; cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003).


El mercado de trabajo andaluz cuenta con una serie de deficiencias que se manifiestan en el valor que adoptan las variables propias en el estudio del mismo. Si comenzamos este análisis con la tasa de paro, comprobamos claramente dos hechos significativos: por un lado, y centrándonos en la movilidad que tienen las regiones en las posiciones que ocupan en el ranking de este indicador, podemos constatar como existe una gran movilidad, ya que entre 1991 y el año 2001 sólo seis regiones permanecieron ocupando puestos entre las 10 primeras con mayor tasa de paro y una permaneció entre las 10 primeras con menor tasa de paro. Ello nos da una idea sobre el menor problema que ello supone ya que como hemos podido comprobar, todas las regiones tienen posibilidades de cambiar de posición; por otro lado, Andalucía se encuentra con un grave problema, ya que entre 1991 y el año 2001 se ha encasillado entre los diez primeros puestos entre las que mayor tasa de paro poseen, habiendo mejorado, si cabe, en el periodo en cuestión, ya que pasó de ocupar la segunda posición entre las regiones con mayor tasa de paro en 1991 a la posición sexta en el año 2001, reduciéndose ligeramente el valor de la tasa de paro en algo más de dos puntos. No obstante, un hecho también significativo es que en el año 2001 Andalucía cuenta con una tasa de paro que sigue triplicando a la media europea.


Cabe señalar también como los desequilibrios siguen siendo intensos en el año 2001, y han aumentado en los diez años que hemos presentado en el cuadro anterior, ya que, tomando como indicador del mismo el cociente entre la media de las 10 regiones con mayor y menor tasa de paro, el valor que el mismo tenía en 1991 era de 9,33 mientras que en el año 2001 fue de 13,23, lo que indica, en principio, un mayor grado de disparidad entre las regiones europeas.

CUADRO Nº 2.5

	REGIONES DE LA UE CON MAYOR Y MENOR NIVEL DE PARO, 2001

	
	
	
	
	

	Regiones
	TASAS DE PARO (%)

	
	Total
	Mujeres
	Jóvenes
	Larga duración (*)

	Réunion (F)
	33,3
	34,0
	50,0
	-

	Guadeloupe (F)
	29,0
	33,8
	-
	-

	Martinique (F)
	26,3
	31,3
	37,0
	-

	Calabria (I)
	24,8
	36,4
	58,5
	66,0

	Campania (I)
	22,4
	30,7
	59,9
	76,2

	Andalucía (E)
	22,3
	31,9
	37,1
	29,6

	Extremadura (E)
	22,1
	34,1
	31,5
	18,5

	Ceuta y Melilla (E)
	21,9
	34,3
	40,0
	58,5

	Sicilia (I)
	20,8
	30,3
	51,5
	71,5

	Guyane (F)
	20,5
	25,6
	25,8
	-

	10 superiores
	24,3
	32,2
	43,5
	53,4

	Utrecht (N)
	1,2
	1,1
	2,1
	45,3

	Aland (FIN)
	1,3
	1,4
	3,7
	0,0

	Berkshire Buckinghamshire Oxfordshire (UK)
	1,6
	1,6
	3,3
	10,9

	Flevoland (N)
	1,9
	2,7
	4,1
	40,4

	Noord-Holland (N)
	2,0
	1,8
	5,7
	39,9

	Surrey, East-West Sussex (UK)
	2,0
	1,8
	4,0
	20,0

	Noord-Brabant (N)
	2,0
	2,7
	4,8
	36,6

	Zuid-Holland (N)
	2,1
	2,2
	4,3
	36,0

	Oberösterreich (A)
	2,1
	2,6
	3,8
	25,6

	Gelderland (N)
	2,2
	2,9
	3,8
	36,1

	10 inferiores
	1,8
	2,1
	4,0
	29,1

	ESPAÑA
	13,1
	18,0
	24,9
	31,0

	UE-15
	7,6
	8,9
	15,1
	42,6

	UE-25
	8,7
	10,0
	17,7
	45,0

	UE-27
	8,8
	9,9
	18,0
	45,8

	NOTA: Tasas de paro en % de la población activa.
	
	
	

	(*) En % del desempleo total
	
	
	
	


FUENTE: Eurostat; cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003).


Al desglosar el paro de Andalucía y compararlo con el del entorno de la Unión Europea observamos, en primer lugar, que triplica a la misma, lo cual crea una fuerte limitación al desarrollo económico de la región, destacando las diferencias existentes en la tasa de paro en mujeres (por ser muy superior a la media, 31,9 frente a 8,9), tasa de paro en jóvenes (37,1 frente a 15,1 de la Unión Europea) y el paro de larga duración (29,6 frente a 42,6). Deducimos, pues, que Andalucía, a pesar de contar con una alta tasa de paro en el contexto europeo, cuenta con un dato favorable en cuanto a las tasas de paro de larga duración si lo comparamos con la media de las regiones europeas.


En el cuadro anterior también observamos la tasa de paro andaluza con respecto a la española. Podemos confirmar lo mismo que hemos apreciado a nivel europeo, es decir, señalar el grave problema con el que cuenta nuestra región respecto al paro de jóvenes y mujeres, teniendo un mejor dato sobre el desempleo de larga duración, cuyo dato es algo más favorable a la media nacional. Es decir, confirmamos que la tasa de paro es mayor en nuestra región, tanto en términos globales, como para el caso del paro de mujeres y jóvenes, y sin embargo, el paro de larga duración es un problema menor en Andalucía (comparativamente hablando) que en el resto de España. No obstante, hemos de destacar los valores que adopta el paro en España, ya que, prácticamente, duplica a la media Europea. Por tanto, con respecto a la media de la UE-15, el valor de la tasa de paro andaluza es prácticamente el triple, lo que hace que la distancia real con Europa permanezca inalterable, no consiguiendo grandes logros en el comportamiento de esta variable.


El estudio de la tasa de paro en el entorno nacional (cuadro nº 2.6) destaca, en primer lugar, que existe una cierta movilidad en las posiciones entre las regiones españolas, lo que hace menos grave el fuerte problema de desequilibrio socioeconómico existente, aumentando ligeramente el mismo a lo largo de estos 10 años analizados, si lo medimos a partir del cociente entre las 5 regiones con mayor y menor nivel de paro (2,47 en 1991 frente a 2,56 en 2001); y en segundo lugar, que Andalucía sigue manteniendo la primera posición superando a la media española en cerca de 10 puntos tanto en 1991 como en el año 2001, lo cual la pone de manifiesto dos hechos: por un lado, la delicada situación para salir del subdesarrollo en la que se encuentra inmersa (Martínez Romero, 1997a, págs. 104-110, 1997b, págs. 13-20)
; y por otro lado, la incapacidad con que cuenta esta región para crear empleo.

CUADRO Nº 2.6

	TASA DE PARO (%) DE ANDALUCÍA EN EL CONJUNTO NACIONAL Y UE-15

	1991-2001

 

	 
	1991
	 
	2001
	 
	 

	 
	Total
	Total
	Parados l.d.
	Mujeres
	Jóvenes

	Andalucía
	24,7
	22,3
	29,6
	31,9
	37,1

	Aragón
	9,4
	8,4
	20,2
	13,7
	16,1

	Asturias
	16,1
	14,4
	24,7
	22,3
	30,4

	Baleares
	8,6
	6,6
	20,4
	9,1
	15,0

	Canarias
	24,4
	13,1
	28,0
	17,7
	24,7

	Cantabria
	15,3
	13,3
	34,6
	20,4
	22,6

	Castilla La Mancha
	13,6
	12,9
	23,8
	22,4
	22,6

	Castilla y León
	14,5
	12,2
	34,8
	20,3
	30,0

	Cataluña
	11,8
	8,8
	42,4
	11,9
	16,6

	Comunidad Valenciana
	15,9
	11,4
	28,2
	17,5
	20,0

	Extremadura
	24,2
	22,1
	18,5
	34,1
	31,5

	Galicia
	12,4
	14,7
	35,5
	20,5
	30,3

	Madrid
	11,8
	9,8
	33,6
	13,3
	21,5

	Murcia
	16,5
	11,4
	20,2
	18,3
	21,2

	Navarra
	10,5
	6,1
	14,0
	9,1
	15,0

	País Vasco
	19,1
	11,2
	41,8
	16,8
	23,9

	La Rioja
	9,1
	7,3
	23,1
	10,3
	13,8

	Ceuta y Melilla (*)
	29,8
	21,9
	58,5
	34,3
	40,0

	ESPAÑA
	16,0
	13,1
	31,0
	19,0
	24,9

	UE-15
	7,9
	7,6
	42,6
	8,9
	15,1

	UE-25
	-
	8,7
	45,0
	10,0
	17,7

	UE-27
	-
	8,8
	45,8
	9,9
	18,0


FUENTE: Eurostat (REGIO); cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003) y elaboración propia.

Respecto a esta última cuestión, algunas razones que explican la incapacidad de Andalucía para generar empleo, según Aurioles Martín y Velasco Pérez (1995), son las siguientes: 

a) Razones generalizables a cualquier economía occidental, como las dificultades de reincorporar al mercado de trabajo los colectivos menos cualificados que con motivo de los procesos de capitalización motivados por los cambios tecnológicos fueron expulsados del mismo;

b) Razones de tipo institucional y de orden sociodemográfico compartidas con el resto de España y que vienen relacionadas con las características del marco de relaciones laborales que se conforma en España en la primera mitad de los ochenta y con la inversión de las características de los procesos migratorios. La formación del problema como se manifiesta en estos momentos puede ser entendido, en consecuencia, como un fenómeno relativamente reciente en el que concurren tres circunstancias principales.

i) En primer lugar, la definición de un marco de relaciones laborales (Estatuto de los Trabajadores de 1980 y posterior reforma de 1984) particularmente restrictivo  en lo que se refiere a la posibilidad de renovación de plantillas y, como consecuencia de ello, de las condiciones de acceso al mercado de trabajo. El Estatuto de los trabajadores desarrolla nuevos mecanismos de protección al desempleado que no sustituyen a los existentes en el régimen anterior, cuyo elemento central era la estabilidad del empleo, sino que se añaden al mismo dando lugar a la formación de un sistema con importantes elementos de rigidez.

ii) En segundo lugar, la contención de la movilidad funcional y geográfica características de los años setenta con el consiguiente desarrollo de conductas no favorables a la búsqueda activa de empleo. Entre los factores que en mayor medida influyen en este punto hay que destacar nuevamente algunos de carácter institucional, como es la permanencia de las antiguas Ordenanzas Laborales; otros que operan en forma de desajustes entre las características del empleo ofertado y demandado (mismatch); y la desaparición del recurso a la emigración por falta de oportunidades, elevación del coste directo (fundamentalmente vivienda) o del coste de oportunidad (mecanismos de subsidiación de la población desempleada).

iii) En tercer lugar, la ya señalada elevación de las tasas de actividad por encima de las de ocupación como consecuencia de factores demográficos (incorporación de población joven al mercado de trabajo) y sociológicas (actividad femenina).

c) Razones relacionadas con los nexos que se dan entre la actividad económica y el mercado de trabajo en Andalucía: En relación con las particulares circunstancias que se dan en Andalucía para que la evolución del problema del desempleo haya sido más dramática que en el resto de España hay que destacar las especiales características con que se manifiestan los fenómenos anteriormente apuntados. En Andalucía se da la siguiente combinación de elementos:

i) En primer lugar, los niveles formativos son particularmente reducidos, lo que dificulta la adaptación a los procesos de cambio tecnológico que imponen las nuevas formas de producción.

ii) En segundo lugar, el principal desequilibrio en la estructura productiva de su economía radica en el excesivo peso de las actividades primarias en contraste con la reducida base industrial existente y concentrada en los principales núcleos urbanos. Esta circunstancia introduce un elemento de presión importante sobre el proceso de expulsión de los excedentes de empleo del sector agrario que, en el caso de Andalucía se agrava por exclusiva base agraria del medio rural y la reducción de la movilidad funcional y demográfica. De hecho, Andalucía, junto con Extremadura, son las únicas regiones europeas en las que el fenómeno de población campesina asalariada (jornaleros) es cuantitativamente significativo.

iii) En tercer lugar, la desaparición del recurso a la emigración como válvula de escape de los excedentes laborales del medio rural coincide con la transformación de Andalucía en región receptora neta de movimientos migratorios.

iv) En cuarto lugar, la tasa de fecundidad en Andalucía se reduce, como ocurre en el resto de España, a finales de los setenta. Como consecuencia de ello, cabe esperar que la presión sobre el mercado de trabajo por parte de los que se incorporan por primera vez se reduzca de forma paralela, pese a lo cual seguirá siendo muy fuerte durante la próxima década.

v) En quinto y último lugar, el proceso de incorporación de mano de obra femenina al mercado de trabajo ha sido particularmente intenso en Andalucía desde comienzos de los ochenta, recortándose las diferencias con el resto de España. El margen de crecimiento todavía existente permite afirmar que, como en el caso de la población juvenil, la demanda femenina de empleo se mantendrá como un importante elemento de tensión sobre el equilibrio en el mercado de trabajo.


La reforma del mercado de trabajo introducida a partir de diciembre de 1993 se plantea con el objetivo de eliminar las rigideces que caracterizaban su funcionamiento y facilitar los mecanismos de entrada y salida. Los resultados que se alcanzaron durante 1994 y 1995 sugieren que sus consecuencias inmediatas sobre el número de contrataciones fueron positivas, aunque con importantes disfuncionalidades, fundamentalmente en lo que se refiere a la calidad del empleo creado. La evolución de la economía y la profundización en la reforma durante 1996 han incidido en una mejora generalizada del volumen de empleo y de la estabilidad en el mismo.


Entre las causas explicativas de la alta tasa de desempleo que soporta Andalucía debe destacarse, por su carácter diferenciador: a) el acusado y creciente proceso desagrarizador que se viene produciendo desde los años 60 y que se mantiene en la actualidad. Es necesario tener en cuenta que en los primeros años de este proceso existía la posibilidad de utilizar como válvula de escape la emigración, que llevó a 1,16 millones de andaluces (en el periodo 1961-1975) a buscar oportunidades de empleo fuera de la región, lo que hizo respirar un poco al mercado de trabajo andaluz. Sin embargo, el saldo migratorio en el periodo 1980-1985 se vuelve negativo, regresando unos 110.000 andaluces, que provocan el fuerte aumento del paro en dicha época; b) el elevado nivel de paro motivado por el factor demográfico, que viene determinado por la llegada al mercado de trabajo de las generaciones numerosas nacidas entre los años 1955 y 1975, y que en parte explica el aumento del paro juvenil de los años 80. El comportamiento demográfico que provocó tan importantes aumentos en la población en la edad de trabajar en los años pasados, comienza a presentar efectos favorables en los próximos años. Las previsiones demográficas, señalan que en 1977 se alcanzó el máximo en el crecimiento natural de la población, para comenzar a reducirse los incrementos poblacionales de forma significativa en los sucesivos años (Torres y Villalba, 1997, págs. 146-147).

2.4. FACTORES EXPLICATIVOS DE LAS DISPARIDADES ECONÓMICAS DE ANDALUCÍA.


Los factores explicativos que vamos a tratar en este apartado de una forma comparativa son los agentes demográficos, la productividad y estructura productiva, las dotaciones de infraestructuras, el cambio tecnológico y el capital humano, ya que creemos que las diferencias existentes en estos factores, entre otros aspectos, entre la región andaluza respecto al conjunto de regiones europeas y españolas están dificultando la convergencia en el nivel de desarrollo de la región andaluza en su entorno, tal y como predicen las teorías de crecimiento económico espacial analizadas en el capítulo I del presente trabajo.

2.4.1. Factores demográficos de Andalucía en su entorno.


La población no puede ser considerada como un elemento exógeno al funcionamiento de la economía, ya que supone el principio y el fin del sistema económico, además de las múltiples interacciones que tiene con el mismo. En primer lugar, la población supone el principio o motor de la economía debido a que la actividad económica no podría llevarse a cabo sin el concurso del factor trabajo. En segundo lugar, es el fin del sistema económico ya que la población presenta necesidades, expresadas por la demanda de bienes y servicios, que hay que satisfacer, y para ello se pone en marcha todo el aparato económico del sistema. Tanto desde el punto de vista de la demanda como de la producción, la población, así como la cualificación de la mano de obra, los valores culturales, las ideologías dominantes, las costumbres y pautas de comportamiento, etc., tienen gran importancia para la dinámica económica
. Por otra parte, la distribución por edades de la población (el grado de envejecimiento) tiene también una clara influencia en la oferta de trabajo, las pautas de consumo y ahorro, los programas de gasto público (educación y formación profesional, pensiones, sanidad, etc.). El hecho de que el porcentaje de niños o mayores sobre el total sea alto o bajo no es indiferente para la composición y evolución del consumo privado (alimentos, vestido, ocio, educación, nuevas viviendas, etc.), del gasto público (pensiones, sanidad, educación, etc.), la oferta de trabajo (incorporaciones y retiradas del mercado de trabajo), el ahorro, etc. La distribución espacial de la población, esto es, su mayor o menor concentración o dispersión en el espacio, influye en la constitución de mercados más o menos potentes, y por tanto en la obtención de economías-deseconomías externas de aglomeración, atracción de inversiones exteriores, etc. (Hadar y Pines, 2004). El sistema de ciudades y asentamientos (el grado de urbanización de la población, la dimensión de las ciudades, la distancia entre ellas, las relaciones interurbanas, etc.) incide en el proceso de generación, recepción y difusión de las innovaciones técnicas y culturales, en la eficiencia de los servicios públicos, en la obtención de economías de aglomeración, etc (De Espinola, 1998, pág. 1). Los determinantes del potencial de desarrollo económico regional según Biehl (1988, pág. 293) vienen determinados por una serie de factores que conjuntamente lo hacen posible, y cuya carencia lo limita y condiciona: la situación geográfica de la región respecto de los principales “centros” de actividad económica, la estructura urbana (densidad, número, tamaño y relaciones de los asentamientos), la estructura sectorial de la producción, y la dotación de infraestructuras. Por otro lado, es necesario destacar también que la dinámica económica ejerce una influencia en la evolución demográfica siendo el mercado de trabajo un poderoso mecanismo que incentiva o desincentiva el movimiento real de la población por diversas vías, entre ellas los movimientos migratorios (Sánchez Fernández, 1999, pág. 378).
CUADRO Nº 2.7
	CRECIMIENTO ANUAL MEDIO DE 

	LA POBLACIÓN, 1986-1996

	
	
	
	

	
	EUR15 (a)
	ESPAÑA
	ANDALUCÍA

	1986-96
	0,4
	0,3
	0,6

	1986-91
	0,4
	0,2
	0,4

	1991-96
	0,4
	0,4
	0,8

	(a) Tasas de crecimiento de 1986-96 y 1986-91: excluidos

	los nuevos Länder alemanes
	
	


FUENTE: Eurostat; cálculos de la DGXVI. Comisión Europea. INE. Censos de Población. IEA. Censo de Población de Andalucía 1991. INE. Padrones municipales de habitantes.


El crecimiento experimentado por la población en estos tres espacios socioeconómicos (Andalucía, España y la Europa de los 15), representado en el cuadro nº 2.7, muestra como Andalucía tiene un mayor dinamismo demográfico que España y que el conjunto del espacio de la Unión Europea, representado por la mayor tasa de crecimiento anual medio de la población en el periodo 1986-1996, que fue del 0,6 %, superior en 0,3 puntos al de España y en 0,2 puntos al de la UE. Ello, en principio, puede darnos una idea sobre la capacidad potencial con que cuenta esta región dentro del conjunto europeo, capacidad que, como pone de manifiesto los estudios sobre la situación de Andalucía en el entorno europeo y español, no ha hecho despegar a la economía andaluza convenientemente.


A la hora de analizar la población hay que ser cautos, ya que el crecimiento de la misma, visto de una forma aislada, no es un indicador completo para poder extraer conclusiones sobre el estado demográfico de un determinado territorio. Otro indicador demográfico de gran utilidad en los estudios de población es la densidad de población.

CUADRO Nº 2.8

	REGIONES NUTS-2 MÁS DENSAMENTE Y ESCASAMENTE POBLADAS 2000:

	POSICIÓN DE ANDALUCÍA

	
	
	
	

	
	REGIÓN NUTS-2
	Población
	Densidad de población

	
	
	(1.000 hab.)
	(hab./km2)

	
	10 más densamente pobladas
	
	

	1.
	Inner London (UK)
	2.825
	8.812,9

	2. 
	Reg. Bruxelles-Cap./Brussels Hfdst. Gew. (B)
	961
	5.956,4

	3.
	Ceuta y Melilla (ES)
	133
	4.297,0

	4.
	Wien (A)
	1.609
	3.876,2

	5.
	Berlin (D)
	3.384
	3.796,1

	6.
	West Midlands (UK)
	2.639
	2.936,5

	7.
	Hamburg (D)
	1.710
	2.264,2

	8.
	Merseyside (UK)
	1.412
	2.154,7

	9.
	Greater Manchester (UK)
	2.586
	2.010,9

	10.
	Bremen (D)
	661
	1.636,3

	
	Media 10 más densamente pobladas
	1.792
	3.774,1

	
	10 más escasamente pobladas
	
	

	1.
	Guyane (F)
	164
	2,0

	2.
	Övre Norrland (S)
	511
	3,3

	3.
	Pohjois-Suomi (FIN)
	557
	4,3

	4.
	Mellersta Norrland (S)
	376
	5,3

	5.
	Highlands & Islands
	368
	9,2

	6.
	Itä-Suomi (FIN)
	684
	9,7

	7.
	Norra Mellansverige (S)
	831
	13,0

	8.
	Väli-Suomi (FIN)
	705
	16,5

	9.
	Aland
	26
	16,9

	10.
	Alentejo (P)
	527
	19,6

	
	Media 10 menos densamente pobladas
	475
	10,0

	
	ANDALUCÍA 
	7.237
	82,9

	
	UE 15
	378.914
	118,7

	
	UE 25
	453.769
	115,6

	
	UE 27
	484.374
	113,3


FUENTE: Eurostat; cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003).


Del cuadro nº 2.8, en el que hemos señalado las diez regiones NUTS II más y menos densamente pobladas en el año 2000 y la posición que ocupa Andalucía, podemos obtener dos ideas claras: la primera, viene dada por la fuerte disparidad existente entre las 206 regiones europeas, ya que nos encontramos con aquellas regiones más densamente pobladas, cuya población media es de 1.792 miles de personas y cuya densidad media es de 3.774,1 habitantes por km2, y aquellas regiones menos densamente pobladas cuya media de población es de 475 mil personas y densidad de población media de 10,0 habitantes por km2, lo que resalta claramente el intenso desequilibrio demográfico o poblacional entre las regiones de la Unión Europea; por otro lado, y centrándonos en el caso de Andalucía, esta región tiene una densidad de población baja (82,9 habitantes por km2) si lo comparamos con la media de la Unión Europea (118,7 habitantes por km2), encontrándose muy por debajo de la misma. Lo anterior pone de manifiesto una de las fuertes deficiencias con que se encuentra la región andaluza en su entorno, que no cuenta en realidad, a pesar de su mayor crecimiento demográfico, con un potencial claro de población necesario para llevar a cabo un proceso de crecimiento económico dinámico, estable y sostenido.


En el cuadro que a continuación presentamos, y antes de seguir analizando la densidad de población como factor de crecimiento económico, podemos constatar como Andalucía es un territorio cuya superficie, dentro del entorno europeo, supone el 2,7 % del total, superior en km2 a países como Luxemburgo, Bélgica, Holanda, Dinamarca, Irlanda, Austria, y algo inferior a Portugal. Además, la población de Andalucía en el año 2000 suponía el 1,91 % del total de la Unión Europea (UE-15), superior en número de habitantes a países como Luxemburgo, Irlanda, Finlandia y Dinamarca, y algo inferior a Suecia y Austria. Ello muestra, en principio, la importancia de esta región dentro del entorno de la Unión Europea.

CUADRO Nº 2.9

	COMPARACIÓN DE INDICADORES DEMOGRÁFICOS DE ANDALUCÍA

	CON LAS REGIONES ESPAÑOLAS Y LA UNIÓN EUROPEA

	
	
	
	
	
	

	
	Población 2000
	Densidad pob. 2000
	% población cuya edad es (2001)

	
	(1.000 hab.)
	(hab./km2)
	< 15
	15-64
	> 65

	Andalucía
	                7.237     
	82,9
	17,8
	68,1
	14,1

	Aragón
	                 1.169     
	24,5
	12,8
	65,9
	21,4

	Asturias
	                 1.053     
	99,7
	10,9
	68,3
	20,8

	Baleares
	                    790     
	157,5
	16,4
	68,3
	15,3

	Canarias
	                 1.689     
	233,2
	17,1
	71,0
	11,9

	Cantabria
	                    528     
	99,7
	12,7
	68,8
	18,6

	Castilla La Mancha
	                 1.713     
	21,6
	16,1
	64,7
	19,2

	Castilla y León
	                 2.470     
	26,2
	12,4
	66,0
	21,6

	Cataluña
	                 6.170     
	193,2
	13,9
	68,6
	17,5

	Comunidad Valenciana
	                 4.039     
	173,3
	15,1
	68,9
	16,1

	Extremadura
	                 1.074     
	25,8
	16,6
	65,3
	18,1

	Galicia
	                 2.714     
	92,2
	12,3
	68,0
	19,7

	Madrid
	                 5.150     
	644,2
	14,6
	70,1
	15,4

	Murcia
	                 1.125     
	99,4
	18,0
	67,8
	14,3

	Navarra
	                    538     
	51,6
	13,7
	68,3
	18,0

	País Vasco
	                 2.064     
	284,3
	12,1
	70,7
	17,2

	La Rioja
	                    265     
	52,6
	13,3
	67,4
	19,3

	Ceuta y Melilla
	                    140     
	4.516,2
	21,4
	66,5
	12,2

	ESPAÑA
	              39.927     
	79,1
	14,9
	68,4
	16,8

	UE-15
	             378.914     
	118,7
	16,8
	66,9
	16,3

	UE-25
	             453.769     
	115,6
	17,1
	67,2
	15,7

	UE-27
	             484.374     
	113,3
	17,1
	67,3
	15,6


FUENTE: Eurostat (REGIO); cálculos de la DGXVI. Comisión Europea (2003).


La comparación de estos indicadores demográficos de Andalucía con respecto a las Comunidades Autónomas españolas (cuadro nº 2.9) pone de manifiesto, en primer lugar, como Andalucía se configura como la región española con mayor población en su territorio, que con 7.237 millones de habitantes y 87.268 km2, ostenta el 18,13 % de la población española en el 17,29 % del territorio nacional. Por otro lado, su densidad de población supera ligeramente a la de la media española, aunque sólo hay en el año 2000 seis regiones españolas cuya densidad de población era inferior a la andaluza (82,9), como son Aragón (24,5), Castilla La Mancha (21,6), Castilla León (26,2), Extremadura (25,8), Navarra (51,6) y La Rioja (52,6).


La estructura de la población es otro de los factores sociales con mayor incidencia en el crecimiento económico. Si la presencia de una población joven y, por tanto, más dinámica, puede ser considerado como un incentivo para el desarrollo, el envejecimiento de la población que afecta a gran parte de la Unión Europea es visto por numerosos expertos en el tema como un importante obstáculo para el crecimiento económico, por un lado, porque siempre se opina que una población envejecida resulta menos proclive a aceptar y asimilar innovaciones; por otro lado, porque el envejecimiento de la población de un determinado ente territorial disminuye la propensión al gasto y a la inversión en el mismo, factores determinantes de la demanda global de una economía, y por tanto, de su producción; y, por último, porque una creciente fracción del gasto público viene canalizada a la atención de las necesidades sanitarias y de pensiones de una parte de la población considerada como no productiva (López Lara, 1991, pág. 46)
.


La escasa densidad de población de la región andaluza es un problema con el que cuenta la misma limitándola en el proceso de desarrollo económico que debe experimentar para acercarse al resto de las regiones europeas y españolas, aunque cuenta con una ventaja comparativa con respecto al resto de las regiones, ya que posee una población menos envejecida que la media europea y española. En efecto, la población mayor de 65 años supone en Andalucía el 14,1 % del total, mientras que en España es del 16,8 % y en UE-15 del 16,3 %. La población con edad comprendida entre los 15 y 64 años es en Andalucía del 68,1 %, superior a la media de las regiones europeas (66,9 %) y similar a la española (68,4 %). Respecto a la población con edad inferior a los 15 años, Andalucía cuenta con el 17,8 % del total, bastante superior a la media española (14,9 %) y a la media europea (16,8 %). Por tanto, debemos resaltar la ventaja comparativa de nuestra región en el entorno que le rodea, ya que cuenta con una población muy joven (la población menor de 15 años es superior en porcentaje a la media europea y española), aunque no debemos pasar por alto el problema generalizado de envejecimiento con el que cuenta globalmente el conjunto de las regiones europeas y españolas, y que también afecta, aunque en menor medida, a la región andaluza.

2.4.2. Análisis comparativo de la productividad y la estructura productiva.


En esta época que estamos viviendo, de fuertes cambios en las relaciones económicas internacionales y renovado interés por el estudio de los procesos de convergencia/divergencia entre los distintos entes territoriales supranacionales, nacionales, e intranacionales, los análisis comparados de la productividad adquieren especial importancia. Y la forma más habitual de realizar este tipo de estudio es la medición y comparación de la productividad aparente del trabajo o productividad laboral de los distintos territorios, que nos mide la cantidad de producto conseguido por una determinada economía por unidad de trabajo realizada. Sabemos que el aumento de la productividad es un factor esencial para la mejora de la competitividad y, por tanto, para un buen comportamiento a largo plazo de las economías nacionales y regionales (Cuadrado Roura et. al., 2000). El auténtico desafío reside en asegurar que el aumento de la productividad vaya acompañado de un crecimiento de la producción que permita el aumento del nivel de empleo con la consiguiente disminución del desempleo (Ministerio de Economía y Hacienda, 1995, pág. 28).

CUADRO Nº 2.10

	EVOLUCIÓN DE LA PRODUCTIVIDAD

	DE ANDALUCÍA Y ESPAÑA

	(UE-15 = 100)

	
	
	
	

	
	Andalucía
	España
	UE-15

	1987
	87,62
	91,54
	100,00

	1989
	85,29
	91,44
	100,00

	1991
	92,37
	98,35
	100,00

	1993
	95,81
	100,10
	100,00

	1995
	91,90
	99,90
	100,00

	1997
	87,50
	96,98
	100,00


FUENTE: Eurostat; De Rus Mendoza y Rastrollo Horrillo (2001) y elaboración propia.


En el cuadro anterior podemos observar como la productividad andaluza se encuentra muy por debajo de la productividad española y de la europea. Pero además, en el periodo analizado, la productividad andaluza se mantiene prácticamente al mismo nivel que tenía diez años antes, lógicamente en detrimento de la competitividad que presenta frente a las regiones europeas y españolas. Las regiones españolas en su conjunto ganan más de 5 puntos en acercamiento a la productividad media europea. Andalucía, pues, se configura como una región con escasa capacidad competitiva en el entorno comunitario y español, con el retraso que ello provoca sobre el desarrollo económico de la región.

CUADRO Nº 2.11

	ÍNDICE DE PRODUCTIVIDAD APARENTE DEL TRABAJO (ESPAÑA = 100)

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	1987
	
	
	
	
	1997
	
	

	Regiones
	Agricultura
	Industria
	Construcción
	Servicios
	TOTAL
	Agricultura
	Industria
	Construcción
	Servicios
	TOTAL

	Andalucía
	129,93
	92,32
	95,07
	87,36
	88,57
	130,08
	95,19
	85,57
	87,44
	89,27

	Aragón
	118,33
	103,12
	104,49
	99,29
	101,85
	88,73
	96,13
	103,66
	97,28
	98,41

	Asturias
	56,26
	108,76
	91,18
	93,86
	92,14
	58,96
	110,82
	88,32
	91,37
	93,26

	Baleares
	99,34
	83,92
	99,77
	103,31
	103,72
	111,75
	81,27
	79,12
	119,85
	108,80

	Canarias
	116,46
	98,50
	113,71
	99,21
	101,06
	113,05
	92,51
	112,95
	101,97
	98,51

	Cantabria
	74,95
	102,17
	106,54
	96,53
	93,95
	62,07
	98,68
	87,46
	102,40
	96,59

	Castilla La Mancha
	118,29
	87,98
	101,63
	83,55
	83,61
	135,12
	89,14
	99,66
	84,13
	90,77

	Castilla y León
	110,40
	103,19
	97,47
	88,02
	89,03
	104,36
	111,15
	95,47
	87,88
	93,53

	Cataluña
	117,44
	104,04
	100,41
	109,45
	115,01
	95,28
	105,17
	112,68
	109,37
	112,65

	Comunidad Valenciana
	120,54
	85,42
	112,03
	101,50
	100,14
	95,60
	84,76
	111,57
	101,64
	99,14

	Extremadura
	91,74
	129,64
	90,79
	78,37
	78,21
	108,13
	128,16
	85,76
	77,03
	83,08

	Galicia
	46,18
	94,90
	90,16
	89,91
	68,93
	53,50
	92,39
	93,22
	88,98
	80,73

	Madrid
	77,33
	105,51
	99,49
	115,27
	121,13
	102,90
	108,57
	105,08
	112,39
	111,22

	Murcia
	136,73
	90,21
	104,29
	91,67
	93,16
	90,64
	85,38
	101,91
	88,03
	86,91

	Navarra
	148,03
	102,35
	104,58
	100,19
	107,09
	135,91
	102,08
	97,21
	102,81
	109,39

	País Vasco
	157,44
	114,35
	99,73
	104,77
	117,88
	99,88
	111,52
	107,02
	107,13
	115,29

	La Rioja
	169,54
	85,93
	116,69
	103,29
	102,03
	121,70
	90,29
	120,96
	102,58
	104,45

	Ceuta y Melilla
	130,96
	83,71
	85,26
	84,51
	90,27
	88,17
	124,62
	87,37
	79,05
	79,08

	ESPAÑA
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00


FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.


La descripción de la productividad de cada uno de los sectores productivos de Andalucía en el conjunto de las regiones españolas nos permite destacar la ganancia que se produce en la productividad andaluza en la industria (casi 2,8 puntos en el periodo en cuestión), el mantenimiento de la misma en los sectores agricultura y servicios y la fuerte pérdida en la construcción (cerca de 10 puntos). La explicación del descenso de productividad experimentado por la construcción viene dado fundamentalmente por el retraso con que la construcción se incorpora al proceso de recuperación en Andalucía y la caída de la licitación oficial (en Andalucía mucho más acusada que en España).


Otro rasgo destacable sobre las características productivas de Andalucía frente a la media española es la fuerte productividad que presenta en la agricultura (que aún siendo superior a la media española e incluso a la comunitaria, la heterogeneidad de los cultivos y condiciones de explotación provoca una importante diversidad de rendimientos y competitividad, primando la zona litoral debido a la mayor mecanización, y dificultando un desarrollo equilibrado y armónico en el interior de la región andaluza) y la escasa productividad en el resto de los sectores productivos (salvo en la industria en la que se acerca bastante a la media española). Ello hace que la productividad global andaluza presente un reducido valor en relación a la media nacional, con un insignificante crecimiento en los 10 años que estamos analizando (menos de un punto), con un avance real en este periodo nulo, encontrándose en 1987 sólo por debajo Castilla La Mancha, Extremadura y Galicia y en 1997 Extremadura, Galicia, Murcia y Ceuta y Melilla.


La evolución de la productividad del trabajo de Andalucía respecto a España, distinguiéndola de forma global y por sectores productivos, revela, entre 1955 y 1997, los siguientes hechos: por un lado, un avance de la productividad global andaluza en cerca de 7 puntos, en la agricultura aumentó en más de 30 puntos y en la industria en cerca de 7 puntos; y por otro lado, una disminución de la productividad andaluza en la construcción (más de 10 puntos) y en los servicios (más de 3 puntos). A continuación seguiremos con más detalle, a partir de un análisis gráfico, la evolución de la productividad andaluza con respecto a la nacional en términos globales y por sectores productivos.

CUADRO Nº 2.12

	PRODUCTIVIDAD APARENTE DEL TRABAJO POR SECTORES DE

	ANDALUCÍA CON RESPECTO A ESPAÑA

	(España = 100)

	
	
	
	
	
	

	Años
	Agricultura
	Industria
	Construcción
	Servicios
	TOTAL

	1955
	98,59
	88,48
	96,81
	90,84
	82,69

	1957
	89,32
	87,20
	97,08
	90,40
	81,56

	1959
	92,76
	86,92
	98,45
	90,10
	82,60

	1961
	96,20
	85,59
	98,84
	89,66
	82,90

	1963
	95,03
	82,76
	97,14
	88,46
	82,38

	1965
	99,89
	82,48
	95,08
	88,53
	82,58

	1967
	104,84
	84,73
	95,53
	88,20
	84,04

	1969
	103,29
	89,64
	96,85
	88,21
	84,51

	1971
	114,40
	90,17
	95,57
	88,46
	85,92

	1973
	111,96
	92,90
	102,70
	88,40
	86,83

	1975
	110,58
	90,90
	105,23
	88,46
	86,61

	1977
	120,01
	92,86
	105,81
	88,75
	88,32

	1979
	116,67
	95,41
	99,38
	89,03
	87,21

	1981
	120,42
	98,60
	93,18
	88,68
	87,16

	1983
	126,42
	95,48
	97,31
	88,86
	88,96

	1985
	129,07
	93,17
	96,36
	88,30
	89,28

	1987
	129,93
	92,32
	95,07
	87,36
	88,57

	1989
	127,29
	93,08
	95,31
	87,21
	88,49

	1991
	127,75
	94,28
	97,64
	87,83
	89,81

	1993
	121,62
	95,02
	99,61
	88,38
	90,36

	1995
	118,18
	95,16
	88,76
	87,98
	87,70

	1997
	130,08
	95,19
	85,57
	87,44
	89,27


FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.


La evolución seguida por la productividad global de Andalucía con respecto a España en el periodo 1955-1997 (gráfico nº 2.4) constata fundamentalmente el continuo proceso de escalada en la misma hasta 1993, año en el que se ve frenado el mismo.

GRÁFICO Nº 2.4
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.

GRÁFICO Nº 2.5
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.

GRÁFICO Nº 2.6
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.

GRÁFICO Nº 2.7
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.

GRÁFICO Nº 2.8
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FUENTE: Elaboración propia a partir de La Renta Nacional de España y su distribución provincial. Serie Homogénea. Años 1955 a 1993 y avances 1994 a 1998, BBV.


Respecto a la evolución de la productividad andaluza por sectores productivos (gráficos nº 2.5, 2.6, 2.7, 2.8) podemos decir, en primer lugar, que en el sector agricultura se produce un continuo avance hasta 1987, proceso que se ve interrumpido entre 1987 y 1995 y a partir del cual comienza de nuevo con una gran intensidad; en segundo lugar, en el sector industrial se produce un proceso de avance desde 1965 hasta 1981, en el que comienza un fuerte descenso hasta 1987 y un ligerísimo avance hasta 1993, año en el que se estabiliza (no obstante, el efecto neto en este periodo es un avance como expusimos anteriormente); en tercer lugar, en el sector construcción se produce un proceso irregular a lo largo de todo el periodo, teniendo en cuenta el comportamiento errático de este sector, en el que se destaca fundamentalmente la pérdida de posición originada a partir de 1993; y por último, se produce un proceso generalizado, en el sector servicios, de disminución de la productividad en el conjunto nacional a lo largo de todo el periodo analizado.

CUADRO Nº 2.13

	ESTRUCTURA SECTORIAL DE ANDALUCÍA, ESPAÑA Y LA UNIÓN EUROPEA

	(Empleo en %)

	
	
	
	
	
	
	

	
	
	1997
	
	
	2000
	

	
	Agricultura
	Industria
	Servicios
	Agricultura
	Industria
	Servicios

	Andalucía
	12,4
	21,7
	65,9
	11,1
	25,7
	63,2

	España
	8,3
	29,9
	61,8
	6,5
	31,6
	61,9

	UE-15
	5,0
	29,4
	65,3
	4,1
	28,5
	66,7

	UE-25
	s.d.
	s.d.
	s.d.
	5,5
	29,4
	65,1

	UE-27
	s.d.
	s.d.
	s.d.
	7,6
	29,3
	63,1


FUENTE: Comisión Europea (1999 y 2003).


La estructura sectorial de Andalucía con respecto a España y la Unión Europea nos permite constatar claramente algunos rasgos diferenciales. El primero de ellos es la generalizada disminución que se viene dando en todos los niveles territoriales del sector agricultura, a favor de los sectores industrias y servicios, en el periodo que estamos analizando. El segundo hecho diferencial es el elevado porcentaje de actividad que sigue manteniendo Andalucía en el sector agricultura, muy superior al de España y al de la Unión Europea, un escaso sector industrial con respecto a España y Europa y un sector servicios superior al de España pero inferior al de la Unión Europea. Ello hace que nos encontremos con una región cuya estructura productiva difiere tanto a la media nacional como a la europea, en la que es necesario destacar el fuerte peso de la agricultura, el escaso peso de la industria y un sector servicios importante, que ostenta más de la mitad de la actividad económica, del mismo modo que España y la Unión Europea.

El empleo por sectores productivos (representado en el cuadro nº 2.14) se reparte muy desigualmente entre los distintos sectores productivos, produciéndose lo que se ha venido a llamar la “terciarización” de la economía. El 11,1 % del empleo corresponde al sector agrario, el 25,7 % a la industria y el 63,2 % a los servicios. Como podemos comprobar, el porcentaje de empleo en Andalucía correspondiente al sector servicios es 3 puntos inferior al que ostenta la media de la Unión Europea-15 (66,7 %), y algo superior al de España (61,9 %), encontrándose las diferencias fundamentalmente en el empleo de la agricultura, que en Andalucía era del 11,1 %, en España el 6,5 % y en la UE-15 del 4,1 %, y la industria, que fue en Andalucía del 25,7 %, en España el 31,6 % y en la UE-15 el 28,5 %. 

CUADRO Nº 2.14

	EMPLEO POR SECTORES (% del total) DE ANDALUCÍA EN EL CONJUNTO 

NACIONAL Y EUROPEO, 2001

	
	Empleo por sectores

	
	Agricultura
	Industria
	Servicios

	Andalucía
	11,1
	25,7
	63,2

	Aragón
	7,7
	35,1
	57,3

	Asturias
	7,1
	32,1
	60,9

	Baleares
	1,7
	25,1
	73,2

	Canarias
	5,5
	22,9
	71,6

	Cantabria
	7,8
	32,8
	59,4

	Castilla La Mancha
	11,1
	34,5
	54,4

	Castilla y León
	9,9
	32,5
	57,7

	Cataluña
	2,5
	39,2
	58,3

	Comunidad Valenciana
	4,6
	36,6
	58,8

	Extremadura
	15,0
	26,0
	58,9

	Galicia
	15,4
	31,4
	53,2

	Madrid
	0,8
	25,0
	74,3

	Murcia
	12,0
	31,0
	57,0

	Navarra
	6,5
	37,8
	55,6

	País Vasco
	1,6
	37,2
	61,2

	La Rioja
	9,9
	38,8
	51,3

	Ceuta y Melilla
	0,4
	14,3
	85,3

	ESPAÑA
	6,5
	31,6
	61,9

	UE-15
	4,1
	28,5
	66,7

	UE-25
	5,5
	29,4
	65,1

	UE-27
	7,6
	29,3
	63,1


FUENTE: Eurostat. Comisión Europea (2003).


Dentro del conjunto de regiones españolas, Andalucía cuenta con una alta participación del empleo en la agricultura, mayor que la media nacional (6,5 %), únicamente superado por Galicia (15,4 %) y Extremadura (15,0 %); posee una escasa participación del empleo en la industria (25,7 %), inferior a la media del conjunto español (31,6 %), y sólo superior a regiones como Canarias (22,9 %), Baleares (25,1 %), Madrid (25,0 %) y Ceuta y Melilla (14,3 %); y cuenta con una alta participación del empleo en el sector servicios (63,2 %), superior a la media nacional (61,9 %), y sólo superado por regiones como Baleares (73,2 %), Canarias (71,6 %), Madrid (74,3 %) y Ceuta y Melilla (85,3 %).

Resumiendo todo lo anterior, Andalucía se configura como una región que cuenta: a) con una escasa productividad que le impide acercarse a las regiones españolas y europea; b) con una alta proporción de empleos en la agricultura; c) una escasa proporción de empleos en el sector industrial; y d) un sector servicios algo inferior al de la media de la Unión Europea y superior al de la media nacional.

2.4.3. Las infraestructuras, la tecnología y el capital humano.


El estudio del papel de la infraestructura en el desarrollo regional ha cobrado un protagonismo creciente desde comienzos de los años ochenta. Se comienza a señalar cada vez con más frecuencia el stock de capital como un input necesario y fundamental para conseguir un dinamismo positivo en el proceso productivo de un determinado territorio. Este planteamiento del proceso productivo a escala regional ha tenido su máximo exponente en el llamado enfoque del Potencial de Desarrollo Regional (Biehl, 1980), según el cual cada región dispone de una dotación de factores productivos propios o específicos que la hacen distinta a las demás, y que son los que determinan que a largo plazo los agentes económicos se encuentren en puntos concretos del territorio nacional. Entre estos factores se encuentra la infraestructura
, la tecnología
 y la dotación del capital humano
. El primero de ellos ocupa, además, un papel destacado ya que es el único de estos recursos específicos cuya dotación puede modificar a medio plazo la administración pública, y en ese sentido se configura como el instrumento más potente a la hora de diseñar la política de desarrollo regional (Cancelo de la Torre y Uriz Tomé, 1994, pág. 167).


Generalmente se reconoce que las diferencias de infraestructura contribuyen significativamente a las diferencias de competitividad entre las regiones. Sin embargo, la competitividad depende no sólo del equipamiento de infraestructura física sino también cada vez más de las dotaciones de capital humano, es decir, de las cualificaciones de la mano de obra y la tecnología e innovaciones tecnológicas. De hecho, los sistemas eficaces de educación y de formación pueden contribuir al desarrollo económico tanto como las redes avanzadas de transporte y telecomunicaciones (Comisión Europea, 1999. pág. 121).

2.4.3.1. Las dotaciones de infraestructuras y el desarrollo territorial.


La infraestructura está formada por una combinación de bienes de capital, esencialmente de naturaleza pública, de muy difícil sustitución, y cuyos efectos externos poseen una acusada dimensión espacial
. La dotación de infraestructura ejerce una influencia directa sobre las posibilidades de crecimiento a medio y largo plazo de una economía y sus déficits pueden convertirse en un factor de estrangulamiento (Bandrés, 1993, pág. 1052).


Las infraestructuras se configuran como una condición necesaria para el desarrollo, y en un mundo cada vez más abierto al exterior, su contribución a la función de producción global resulta de gran importancia en la competitividad de la economía. Su alto grado de inmovilidad exige un aprovechamiento de los servicios que proporcionan en el lugar o momento en que se proveen, por lo que su localización en el territorio puede ejercer funciones equilibradoras sobre el desarrollo regional, contribuyendo a movilizar el potencial de recursos de las diferentes áreas geográficas (Bandrés, 1993).


La integración y articulación del territorio andaluz, tanto interna como externamente, es considerado como uno de los obstáculos más importantes para su desarrollo y la principal restricción al aprovechamiento eficiente de sus potencialidades. El carácter periférico de su situación geográfica exige una mayor y mejor conexión con los grandes centros europeos de actividad económica. Aunque el modelo radial en la infraestructura existente prima la conexión exterior frente a la vertebración interior del territorio, ésta última es también fundamental para el desarrollo económico de la región.


Debe tenerse presente que la existencia de un elevado nivel de equipamiento en infraestructura no garantiza el éxito económico de una región. Aunque la existencia de grandes deficiencias en infraestructura puede ser un grave obstáculo para el desarrollo, puede no impedir que éste ocurra. Así pues, aunque la medición del equipamiento de infraestructura es importante para comprender las diferencias entre los resultados regionales, los indicadores elaborados han de interpretarse con cautela desde toda una serie de puntos de vista.

CUADRO Nº 2.15

	INFRAESTRUCTURAS DE ANDALUCÍA, ESPAÑA Y UE-15

	
	
	
	

	
	Andalucía
	España
	UE-15

	Densidad líneas de ferrocarril (km/1000km2) 1994
	25,8
	25,1
	49,8

	Densidad líneas electrificadas de ferrocarril (km/1000km2) 1996
	13,4
	13,6
	23,1

	Longitud red viaria (km por 1.000 habitantes) 1998
	3,70
	4,12
	n.d.

	Longitud red viaria (km por km2) 1998
	0,31
	0,32
	n.d.

	Línea con doble vía (km/1000km2) 1994
	3,5
	6,5
	n.d.

	Autopistas y autovías (km/1000km2) 1994
	13,0
	12,8
	n.d.

	Resto carreteras (km/1000km2) 1994
	265,1
	308,4
	n.d.

	% superficie sujeta a protección medioambiental (1997)
	17,1
	7,9
	7,1


FUENTE: Eurostat; Lázaro (Coor. Gral.) (2002, pág. 16).


Según los datos ofrecidos en el cuadro anterior, y siguiendo también el Sexto informe periódico sobre la situación y la evolución socioeconómicas de las regiones de la Unión Europea, la situación en la que se encuentran Andalucía, España y la Unión Europea en cuanto a los distintos tipos de infraestructuras se resume en esta parte (Comisión Europea, 1999, págs. 123-130):

* Equipamiento de infraestructura de transporte: El transporte desempeña una función primordial en el intento de reducir las disparidades regionales, ya que éstas se encuentran muy relacionadas con la localización geográfica y con las facilidades de acceso. Cuanto más periférica y menos accesible es una región, más probable será que cuente con un PIB per cápita menor. Sin embargo, la inversión en transporte no reduce por sí sola las disparidades territoriales de desarrollo, sino que sería necesario tomar medidas complementarias de tal forma que los territorios menos favorecidos se encontraran en condiciones de beneficiarse de las oportunidades creadas por las mejoras del transporte (Ocaña Ocaña, 1999).


Es necesario tener en cuenta también que las infraestructuras de transporte tampoco se pueden considerar independientemente de las necesidades territoriales, es decir, que no basta con igualar simplemente los equipamientos dentro de los territorios de la Unión. Es más probable que las regiones más lejanas geográficamente y menos densamente pobladas necesiten mayores servicios de transporte de carreteras y ferrocarriles por habitante o según la superficie que las regiones más centrales y más densamente pobladas. También, las zonas situadas en la periferia extrema de la Unión, especialmente las islas, tenderán a necesitar más servicios portuarios y aeroportuarios. Y las zonas más céntricas y congestionadas de Europa, la combinación del tráfico de tránsito y el tráfico local pueden necesitar un nivel de servicios superior a la media en relación tanto con la superficie como con la población. El problema consiste en averiguar el grado de subdotación de infraestructura a la luz de estos tipos de diferencias. En este sentido, hay que subrayar que la existencia de un buen sistema de carreteras no sólo es beneficioso en sí mismo, sino que también es importante para garantizar el uso eficaz de otros tipos de transporte, como el de los puertos y aeropuertos.


En la Unión, la mayor parte del tráfico de pasajeros y mercancías se realiza por carreteras. En 1996 cerca del 75 % de los desplazamientos de mercancías (medidos en toneladas-kilómetros) y más del 85 % de los desplazamientos de pasajeros (medidos en pasajeros-kilómetros) se realizaron por carretera.


Las regiones menos desarrolladas y generalmente periféricas de la Unión tienden a tener una red de carreteras menos extensa que otras. Según un indicador compuesto básico que pondera de la misma manera el peso de la población y de la superficie, la red de carreteras de Bélgica es tres veces más extensa que la media de la Unión (según datos de 1994), mientras que las de Francia, los Países Bajos, Luxemburgo y Dinamarca son más de 1,5 veces más extensas. En cambio, la red es mucho menos extensa en la mayoría de los estados miembros menos desarrollados, como España y Grecia (con una red que no llega al 50 % de la media europea) y Portugal (con cerca del 75 % de la media de la Unión). La excepción a este tipo de países se encuentra en Irlanda (que junto a España, Grecia y Portugal forman los países de la Unión con menor desarrollo económico, conocidos como los cuatro países de la cohesión), cuya red de carreteras es el doble de la media de la europea. Al respecto, y según los datos del cuadro anteriormente presentado, observamos claramente como la densidad de carreteras por km2 es muy similar en Andalucía que en España, no así cuando lo comparamos con la población, donde se pone de manifiesto la carencia de este tipo de infraestructura en nuestra región.


En el caso de las autopistas, el Reino Unido, Suecia y Finlandia son los únicos Estados miembros de norte que tienen una red menos extensa que la media de la Unión, mientras que los países del Benelux tienen una red superior a la media en 2,5 veces. Por contra, Grecia e Irlanda cuentan con una red que supone el 80 % de la media europea y Portugal que tiene una red que es sólo del 50 % de la media. La excepción en este caso es España, que tiene más autopistas que la media de la Unión. Además, como apreciamos en el cuadro que hemos presentado anteriormente, la densidad de autopistas y autovías se iguala a la española, aunque en el resto de carreteras de encuentra muy por debajo de la media española.


Con respecto al transporte ferroviario, hay que decir que existen menos diferencias en cuanto al equipamiento que en el caso de las carreteras, si bien las diferencias en este tipo de infraestructuras entre los Estados miembros siguen siendo significativas. Los países con una red más extensa, en función de la superficie y la población, son Luxemburgo, Alemania, Suecia, Finlandia, Bélgica y Austria, donde es 1,5 veces superior a la media europea. Por contra, Grecia, Portugal y España cuentan con una red que supone el 60 % o menos de la media de la Unión, siendo la excepción Irlanda, en la que la extensión de la red sólo es algo inferior a la media. En el cuadro presentado anteriormente también podemos comprobar como tanto la densidad de líneas de ferrocarril como la densidad de líneas electrificadas de ferrocarril de Andalucía se equiparan a la española, aunque se encuentran muy por debajo de las densidades existentes en la Unión Europea.

* La energía: La existencia de fuentes fiables de energía a un coste razonable favorecen de forma relevante el crecimiento y el desarrollo económicos. La relación entre el consumo de energía y el crecimiento económico tiende a variar en el tiempo reflejando los cambios de la pauta de demanda de consumo, la estructura de producción y la presión para ahorrar energía, que dependen, a su vez, de factores políticos, sociales y culturales, así como del progreso técnico, del sistema fiscal y del grado de preocupación por el medio ambiente.


En la Unión, las regiones menos favorecidas siguen mostrando en su mayor parte la situación más desfavorable desde el punto de vista de la energía, ya que, por lo general, son más intensivas en el consumo de energía por unidad del PIB y más dependientes de las fuentes importadas de energías que otras regiones europeas. Pero al mismo tiempo, también hay que decir que estas regiones, por su nivel relativamente bajo de PIB per cápita, tienden a consumir menos energía en términos absolutos y a contribuir menos a las emisiones tóxicas, a pesar de que dependen extraordinariamente de los combustibles fósiles para la generación de electricidad.


Grecia y Portugal cuentan con un consumo en relación al PIB de un 40 % superior a la media de la Unión Europea. Sin embargo, en España e Irlanda el consumo es inferior a la media. La intensidad del consumo de energía es muy superior a la media europea en países como Bélgica, Luxemburgo y Países Bajos. Con respecto al grado de dependencia exterior, casi todos los Estados miembros (excepto los cuatro de la cohesión) importan menos del 60 % de la energía consumida, con las siguientes excepciones: Dinamarca, Suecia y los Países Bajos, que importan menos del 40 % y Reino Unido que sigue siendo un exportador neto de energía; la excepción a lo dicho anteriormente viene dada por Luxemburgo, Italia y Bélgica, que necesitan importar el 80 % o más de la energía que consumen. También hay que señalar la dependencia que tienen los cuatro países de la cohesión de energía exterior, ya que importan alrededor del 65 % de la energía que consumen, salvo Portugal, que importa casi el 90%.


Estos cuatro países de la cohesión consumen menos energía por habitante que otros Estados miembros, debido en parte a su nivel relativamente bajo de PIB per cápita. En Portugal y Grecia, el consumo por habitante sólo representa algo más del 50 % de la media europea; en España, alrededor de un 70 % y en Irlanda, algo más del 80 %. En cualquier caso, menos que en cualquier otro Estado miembro excepto Italia. En cambio, Suecia y Finlandia consumen 1,5 veces más que la media de la Unión y Luxemburgo más de dos veces más.

* Las telecomunicaciones: Las telecomunicaciones son importantes, tanto por el apoyo directo que dan al desarrollo económico regional como porque son un complemento de los sistemas de transporte. Mientras que el sistema de transporte más desarrollado sólo puede reducir un poco el efecto de la distancia entre distintos territorios, los sistemas modernos de telecomunicaciones son capaces de eliminar totalmente la distancia como obstáculo para el desarrollo de una amplia variedad de actividades económicas, sobre todo en los servicios más avanzados que están creciendo rápidamente. Los recientes avances de la informática y de las telecomunicaciones han dado lugar a la introducción de servicios totalmente nuevos, como el soporte informático en línea, la telebanca, y la amplia variedad de actividades comerciales generadas por Internet (Ogawa, 2000; Yilmaz et. al., 2002).


El indicador básico de la infraestructura de telecomunicaciones viene dado por el número de líneas telefónicas existentes, mientras que la proporción de líneas conectadas a centrales digitales da una idea razonable de la calidad del servicio. Las conexiones digitales son las únicas que permiten acceder a las redes avanzadas que son un elemento esencial de los sistemas modernos de transmisión de datos. 


Con respecto a las redes telefónicas, a pesar del fuerte crecimiento experimentado en los últimos tiempos, todavía existen fuertes disparidades entre los Estados miembros y las regiones europeas. En la mayoría de los Estados miembros más desarrollados hay entre 50 y 60 líneas por cada 100 habitantes. Suecia, con 63 líneas, es el país con mayor densidad de redes. Bélgica y Austria son las excepciones, ya que tienen algo menos de 50 líneas por cada 100 habitantes. Por contra, España, Irlanda y Portugal cuentan con menos de 40 líneas, mientras que Grecia tiene 52.


En 1996, las líneas conectadas con centrales digitales en Francia, Luxemburgo, Países Bajos, Finlandia, Suecia y Reino Unido eran de entre el 90 y el 100 %, y en el resto de los países más desarrollados el porcentaje sobrepasaba el 70 %. La tasa de digitalización no era mucho menor en los cuatro países de la cohesión: 83 % en Irlanda, 79 % en Portugal y 67 % en España. Grecia, con un 43 %, era el único Estado cuya tasa era considerablemente inferior a la del resto de los países de la Unión.

* Las infraestructuras relacionadas con el medio ambiente: La infraestructura relacionada con el medio ambiente (examinada aquí desde el punto de vista de la capacidad para suministrar suficientes cantidades de agua potable y para eliminar los residuos domésticos e industriales) contribuye a la actividad económica y es, al mismo tiempo, una fuente de protección contra los daños ecológicos que produce el proceso de desarrollo. Es, pues, un factor clave para garantizar un crecimiento sostenible. Si tomamos en consideración el dato ofrecido en el cuadro anterior, podemos observar como el porcentaje de superficie sujeta a protección medioambiental en 1997 era en Andalucía del 17,1 %, doblando su valor al de la española y la Unión Europea.


El agua es quizás el recurso natural más importante para la acuicultura y para los hogares y uno de los más importantes para muchas industrias. La gestión correcta del medio ambiente exige que el proceso de suministro de agua no interfiera indebidamente en el ecosistema. La existencia de agua depende de la localización geográfica, de la geología y del clima, mientras que sólo puede saberse si un determinado suministro es adecuado en relación con la pauta de desarrollo económico y con el tamaño y la distribución espacial de la población.


Un indicador claro de las tensiones del agua viene dado por el total de recursos de agua pura renovables por habitante en relación con la media de la Unión Europea. La situación en este sentido es muy dispar, ya que nos encontramos Estados miembros como Suecia y Finlandia, que tienen hasta seis veces más de agua que la media de la Unión, mientras que otros como Bélgica, Dinamarca, Alemania, España, Francia, Italia y el Reino Unido tienen menos agua que la media. En las regiones del norte, el problema viene de la mano de la alta densidad de población y el elevado desarrollo industrial, mientras que en el sur el problema es la escasez de precipitaciones, unida a la elevada evaporación y el alto consumo agrícola (para el riego). Si embargo, en Portugal, Grecia y Austria el agua es relativamente abundante, a pesar de las escasas precipitaciones, debido al enorme caudal de los ríos que nacen en los países vecinos. En este sentido, hay que decir que casi la mitad del suministro de agua de Portugal procede de ríos que nacen en España.


Respecto a las aguas residuales, las diferencias entre los Estados miembros es muy acusada. En Dinamarca casi todos los hogares están conectado a los sistemas de tratamiento de aguas residuales, y en Alemania, Luxemburgo, los Países Bajos, Suecia y Reino Unido, más de un 85 % de los hogares. Por contra, en Grecia sólo el 34 % de los hogares tienen acceso a instalaciones de tratamiento de aguas residuales y en España e Irlanda la cifra es inferior al 50 %.


Otro importante indicador de la repercusión de la actividad humana en el medio ambiente viene dado por el nivel de residuos sólidos urbanos generados en relación con la población (Palma Martos y Martín Navarro, 2001). Este indicador se encuentra muy relacionado con los niveles de renta, por lo que cabe esperar que los cuatro países de la cohesión generen menos residuos sólidos urbanos que los países cuyo nivel de PIB per cápita sea mayor. El nivel anual de residuos sólidos urbanos generados en Grecia ascienden a 310 kilogramos por habitantes, en Portugal y España es de unos 370 y en Irlanda es de unos 440. En el resto de la Unión, las cifras van desde los 400 kilogramos por habitantes en Finlandia hasta los casi 600 en los Países Bajos y más de 600 en el Reino Unido.


Los residuos sólidos urbanos pueden gestionarse de distintas formas: incinerándolos, fabricando abonos, reciclándolos o trasladándolos a vertederos. Este último método es el más frecuente y menos caro y se utiliza en la mayoría de los países de la cohesión: la proporción va desde un 85 % en España hasta un 100 % en Irlanda. Sin embargo, también es un método importante de gestión de los residuos sólidos en casi todos los demás Estados miembros, sobre todo en Italia (86 %), Finlandia (77 %) y el Reino Unido (70 %). El otro método principal de eliminación es la incineración, que puede dañar el medio ambiente, y que es utilizado por Luxemburgo para la gestión del 71 % de sus residuos sólidos urbanos, Dinamarca para el 63 % y Bélgica para el 49 %.


A continuación, nos adentraremos en la comparación del stock de capital que poseen tanto Andalucía como España.

GRÁFICO Nº 2.9
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 FUENTE: Elaboración propia a partir de Mas et. al. (Dir.) (1996, págs. 174-175).


En el gráfico anterior (gráfico nº 2.9) hemos representado el porcentaje de stock de capital neto territorializado de Andalucía con respecto a España, tanto el público como el privado y el total, en el que podemos observar como el stock de capital privado no llega a superar en ningún momento (por supuesto, dentro del periodo analizado) la cota del 15 % del total nacional, haciendo que el porcentaje de capital total tan sólo llegue a ser ligeramente superior al 15 % desde el año 1989. Si tenemos en cuenta que el territorio con el que cuenta Andalucía en el marco nacional es del 17,29 % y que la población no ha bajado por debajo del 17 % (también en el periodo analizado), además de ser un territorio periférico dentro de un país periférico perteneciente a la Unión Europea, podemos observar como las deficiencias en capital privado es evidente, lo que limita claramente el despegue económico de esta región.


Podemos observar también como a partir de 1978 la evolución seguida ha sido muy positiva, ya que en el conjunto nacional, Andalucía está incrementando la participación de capital tanto del privado como del total.


Con respecto al capital público, representativo de gran parte de la infraestructura con que cuenta Andalucía, podemos decir que también muestra una evolución muy positiva a partir de 1984 fundamentalmente, llegando incluso a superar la barrera del 17 % del total nacional en 1992 (concretamente el porcentaje es de 17,56 %), que si lo comparamos con el territorio y la población de Andalucía, podemos comprobar como se acerca mucho más a los porcentajes que ostenta (la población andaluza en 1992 era el 17,95 % del total nacional), pero que teniendo en cuenta las características de lejanía y perifericidad de Andalucía con respecto a los centros de gran actividad económica, aún es un porcentaje escaso y que limita el desarrollo socioeconómico de Andalucía.


En el cuadro siguiente (cuadro nº 2.19) vamos a desglosar el stock de capital público neto territorializado (representativo de la infraestructura de Andalucía) en sus distintas modalidades, comparando los años que van desde 1955 a 1992.

CUADRO Nº 2.16

	STOCK NETO DE CAPITAL PÚBLICO TERRITORIALIZADO: 

	ESTRUCTURA FUNCIONAL (Millones de ptas. de 1990)

	ANDALUCÍA CON RESPECTO A ESPAÑA (En %)

	
	
	
	
	
	

	Tipo de infraestructura
	1955
	1965
	1975
	1985
	1992

	Carreteras
	14,84
	13,27
	13,50
	14,93
	18,63

	Infraestr. Hidráulicas
	16,18
	14,50
	17,99
	20,26
	21,16

	Estruct. Urbanas CC.LL.
	19,61
	16,51
	14,83
	14,46
	15,18

	Puertos
	19,96
	20,52
	20,69
	20,30
	26,01

	Educación
	16,72
	16,99
	17,72
	16,89
	16,44

	Sanidad
	18,80
	18,84
	15,53
	15,68
	14,73

	Resto de las AA.PP.
	21,06
	17,48
	14,32
	15,00
	18,85

	Total AA.PP. territorializado
	16,46
	14,81
	15,79
	16,65
	18,24

	Autopias Soc. Conces.
	0,00
	0,00
	7,05
	3,17
	2,54

	Puertos OO.AA. no AA.
	20,69
	20,97
	22,87
	24,59
	23,08

	Aeropuestos
	11,38
	11,38
	10,60
	7,60
	18,28

	Total Infraest. no AA.PP.
	16,46
	17,70
	12,37
	9,80
	11,19

	TOTAL
	16,46
	15,09
	15,22
	15,57
	17,56


FUENTE: Elaboración propia a partir de Mas et. al. (Dir.) (1996, págs. 258-265).


En el mismo podemos observar como en carreteras, infraestructuras hidráulicas y puertos, el porcentaje que ostenta en 1992 es muy significativo, así como la evolución (muy positiva por cierto) que ha seguido en el periodo analizado. Sin embargo, no se puede decir lo mismo de las estructuras urbanas de los centros locales, de la educación y la sanidad, que no sólo representan un porcentaje inferior al del territorio y la población andaluza en el contexto nacional, sino que la participación ha tenido una dinámica regresiva. No obstante, el conjunto del stock neto de capital territorializado de la Comunidad Autónoma Andaluza presenta una evolución positiva en el periodo analizado. Si a ello añadimos aquellas partidas de capital no pertenecientes a la Comunidad Autónoma Andaluza, como autopistas, puertos de otras administraciones y aeropuertos, comprobamos como la evolución seguida por separado ha sido positiva en cada una de las modalidades, aunque en el conjunto la dinámica ha sido negativa en 5,27 puntos. Ello hace que la evolución del conjunto de infraestructuras en Andalucía haya tenido la tendencia que hemos descrito anteriormente.

2.4.3.2. Cambio tecnológico e innovaciones tecnológicas.


Es comúnmente aceptado que la competitividad tanto de las empresas como de las instituciones públicas de una región es un factor determinante de su crecimiento económico y, claro está, para el mantenimiento del nivel de empleo y creación de nuevos puestos de trabajo (Martín Navarro y Palma Martos, 1993; Palma Martos, 1989 y 1997; Palma Martos et. al., 1998; Coronado y Acosta, 1999; De Groot et. al., 2001; Audretsch, 2003). Dicha competitividad viene muy influida por la capacidad que tienen empresas e instituciones para introducir nuevas técnicas apropiadas para el proceso productivo (O´Kean Alonso et. al., 1989). La innovación puede ser el resultado de la transferencia tecnológica y de conocimientos procedentes de fuera de la región o puede ser fruto de la investigación y desarrollo tecnológico llevados a cabo por las propias empresas e instituciones de la región.


Pues bien, teniendo en cuenta lo anterior, como indicadores de la actividad tecnológica
 vamos a utilizar los gastos realizados y el personal que dedica en I+D y el número de patentes europeas.

CUADRO Nº 2.17

	GASTOS INTERNOS Y PERSONAL DEDICADO A LA I+D, 2001

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	Personal en equivalencia a

	
	
	Gastos internos totales
	dedicación plena (EDP) (**)

	
	
	(Miles €)
	% PIB
	Total
	Investigadores

	Andalucía
	
	538.331
	0,61
	2,01
	1,47

	Aragón
	
	139.582
	0,69
	2,88
	1,74

	Asturias (Principado de)
	99.022
	0,67
	2,41
	1,92

	Baleares (Islas)
	
	38.404
	0,25
	0,90
	0,67

	Canarias
	
	136.692
	0,53
	1,97
	1,63

	Cantabria
	
	46.314
	0,55
	1,85
	1,34

	Castilla y León
	
	295.943
	0,80
	2,66
	2,03

	Castilla -La Mancha
	72.211
	0,32
	0,87
	0,54

	Cataluña
	
	1.333.896
	1,10
	4,10
	2,31

	Comunidad Valenciana
	446.565
	0,70
	2,39
	1,50

	Extremadura
	
	66.295
	0,59
	1,32
	1,07

	Galicia
	
	240.265
	0,70
	2,20
	1,58

	Madrid (Comunidad de)
	1.974.212
	1,75
	6,15
	3,65

	Murcia (Región de)
	100.989
	0,65
	1,96
	1,20

	Navarra (Comunidad Foral)
	114.065
	1,03
	4,60
	2,98

	País Vasco
	
	561.104
	1,38
	4,59
	2,67

	Rioja (La)
	
	23.268
	0,49
	2,20
	1,44

	ESPAÑA
	
	6.227.157
	0,96
	3,08
	1,96

	UE-15 (*)
	
	-
	1,90
	-
	-

	(*) Dato referido al año 1999.
	
	
	

	(**) Dato expresado por 1.000 habitantes.
	
	
	


FUENTE: Eurostat; INE; Comisión Europea (1999, 2003) y elaboración propia.


La capacidad innovadora y tecnológica de Andalucía a partir de los gastos internos y el personal dedicado a la actividad de investigación y desarrollo
 nos permite hacer también una serie de consideraciones. La primera es que el porcentaje del PIB que dedica a I+D (0,61) es muy inferior a la media española (0,96) y a la media de la UE-15 (1,90). Ello crea una situación de desventaja respecto al conjunto de las regiones españolas y europeas. Por otro lado, si nos centramos en el personal que dedica a estas actividades de I+D (2,01 y 1,47, datos expresados por 1.000 habitantes), podemos comprobar claramente como el dato es inferior a la media española (3,08 y 1,96 respectivamente), lo que la coloca en una situación desfavorable respecto a su entorno nacional. Observamos que la situación de Andalucía, respecto a estos últimos indicadores que hemos presentado, no es tan grave, cuando constatamos que existen regiones como Baleares, Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Extremadura y Murcia, que presentan indicadores inferiores al de Andalucía.

CUADRO Nº 2.18

	SOLICITUDES DE PATENTES EUROPEAS

	(Patentes por millón de habitantes)

	
	
	
	

	
	1990
	Media 94-95-96
	Media 98-99-00

	Andalucía
	1,1
	3,2
	5,9

	España
	7,2
	12,0
	22,0

	UE-15
	88,6
	90,7
	140,1

	Andalucía/España (%)
	15,3
	26,7
	26,8

	Andalucía/UE-15
	1,2
	3,5
	4,2


FUENTE: Eurostat; Comisión Europea (1999, 2003) y elaboración propia.


En el cuadro que presentamos hemos querido presentar la situación de Andalucía en el contexto nacional y europeo respecto al número de patentes europeas solicitadas, además de la evolución seguida en el periodo 1990-2000. Constatamos notoriamente dos hechos que resultan representativos. Por un lado, comprobamos como la actividad innovadora respecto a las patentes solicitadas por Andalucía respecto a España y la UE-15 ha crecido en el periodo en cuestión, no sólo a nivel absoluto (ya que pasa de solicitar 1,1 patente por millón de habitantes en 1990 a 5,9 como media de los años 98-99-00), como a nivel relativo con respecto a España y Europa, ya que de tener un ratio con respecto a España de 15,3 y respecto a UE-15 de 1,2 en el año 1990, dichos ratios experimentaron crecimientos significativos en el periodo analizado, hasta alcanzar los valores 26,8 y 4,2 respectivamente. Por otro lado, observamos como los valores de Andalucía están muy por debajo de la media española y de la europea, ya que el número de patentes por millón de personas en España es casi 4 veces superior al de Andalucía, y el de la UE-15 es casi 25 veces superior al de Andalucía en los últimos años analizados (media de los años 98-99-00). Por tanto, queda claro que la actividad creadora de innovación en Andalucía se encuentra aún en un estado muy incipiente dentro de su entorno nacional y europeo. No obstante, el crecimiento experimentado en los diez años analizados ha sido muy intenso, ya que el número de patentes por millón de habitantes se ha quintuplicado, un crecimiento muy superior al experimentado por la media española (en la que el número de patentes se ha triplicado) y a la de UE-15 (que ni siquiera se ha duplicado). Lo anterior puede permitir a Andalucía, si sigue con los crecimientos de patentes superiores a la media nacional y europea, alcanzar una mejor posición en su entorno, lo que le permitiría conseguir una mayor competitividad.

CUADRO Nº 2.19

	SOLICITUDES DE PATENTES EUROPEAS

	(Patentes por millón de habitantes)

	
	
	
	

	
	Media 94-95-96
	Media 98-99-00
	Cto. (%)

	Andalucía
	3,2
	5,9
	84,38

	Aragón
	10,3
	27,9
	170,87

	Asturias
	6,6
	9,5
	43,94

	Baleares
	5,1
	13,5
	164,71

	Canarias
	5,2
	7,0
	34,62

	Cantabria
	3,6
	8,8
	144,44

	Castilla La Mancha
	3,1
	6,8
	119,35

	Castilla y León
	4,2
	9,5
	126,19

	Cataluña
	28,7
	51,2
	78,40

	Comunidad Valenciana
	13,7
	24,8
	81,02

	Extremadura
	1,6
	3,2
	100,00

	Galicia
	2,9
	6,9
	137,93

	Madrid
	21,8
	37,1
	70,18

	Murcia
	3,8
	11,3
	197,37

	Navarra
	27,8
	48,2
	73,38

	País Vasco
	14,9
	34,3
	130,20

	La Rioja
	6,7
	9,4
	40,30

	Ceuta y Melilla
	-
	0,0
	-

	ESPAÑA
	12,0
	22,0
	83,33

	UE-15
	90,7
	140,0
	54,36

	UE-25
	-
	117,8
	-

	UE-27
	-
	110,5
	-


FUENTE: Eurostat; Comisión Europea (1999, 2003) y elaboración propia.


En un intento de presentar la región andaluza en el contexto de las regiones españolas (cuadro nº 2.19), podemos hacer una serie de consideraciones. Por un lado, podemos constatar como el crecimiento experimentado por el número de patentes ha sido algo superior al experimentado por la media nacional y de la UE-15 en el periodo 94-00, lo que en principio puede suponer una ventaja con la que cuenta Andalucía en su entorno nacional y europeo. Por otro lado, hemos de destacar que el número de patentes por millón de habitantes es muy escaso en Andalucía (5,9), sólo precedido por el dato que presenta Extremadura como media de los años 98-99-00 (3,2), lo que nos indica la escasez de actividad innovadora y tecnológica que presenta nuestra región en el entorno nacional. Ello lo comprobamos más claramente cuando la comparamos con Cataluña (51,2), Navarra (48,2), Madrid (37,1), País Vasco (34,3), Aragón (27,9) y Comunidad Valenciana (24,8), cuyas solicitudes son muy superiores a las que presenta Andalucía en el mismo periodo. Por tanto, podemos constatar que, por una parte, Andalucía cuenta con una ventaja, como es el crecimiento que ha experimentado la actividad innovadora respecto a su contexto nacional y europeo, siempre y cuando siga la misma tendencia, pero cuenta con una desventaja, y es la posición que ocupa en el ranking nacional y europeo, con un número de patentes aún muy escaso, lo que limita su capacidad competitiva y su potencial desarrollo económico.

2.4.3.3. La dotación de capital humano.


En un primer lugar hemos de resaltar, de nuevo, la importancia con que cuenta el capital humano en el desarrollo económico. Aunque la educación ha jugado un papel menos relevante en los modelos de crecimiento regional, es también cierto que una región mal dotada en capital humano tendrá un potencial de desarrollo limitado. Por ello, también queremos prestar atención en este trabajo a este aspecto concreto.


Como ya se dijo al principio de este apartado, la competitividad de las regiones no sólo depende de la dotación de infraestructura física y del nivel tecnológico alcanzado, sino también, y cada vez en mayor proporción, de la dotación de capital humano o lo que es lo mismo, de las cualificaciones de la mano de obra. De hecho, a nivel espacial es un hecho contrastado la relación existente entre la cualificación de la mano de obra y el grado de desarrollo económico
. En este sentido, Cuadrado y Sáez (1991) muestran, a través de una tipología de las provincias españolas en términos de niveles educativos, una elevada asociación entre el nivel de desarrollo económico y el grado de formación de la mano de obra.


Del mismo modo, la teoría del capital humano sostiene que el desarrollo económico de un país, región o territorio se encuentra íntimamente ligado a su desarrollo educativo ya que éste favorece la productividad en el trabajo (Delgado y Barrios, 1999, pág. 80). Esto supone que el nivel de cualificación requerido es cada vez mayor debido a que con el desarrollo tecnológico se destruyen los puestos de trabajo no cualificados, se reunifican gran parte de los puestos que ya existen y se crean nuevos empleos altamente cualificados (Beitia, 2002).


El nexo de unión que liga a los procesos educativos y el mundo laboral pone de manifiesto la necesidad de una cierta adecuación entre el tipo de formación que poseen los trabajadores y aquél que es deseable para desempeñar las funciones inherentes a los puestos de trabajo (Blanco, 1997). El desajuste educativo, entendido como una falta de adecuación entre la formación de los trabajadores y la formación requerida por los puestos de trabajo, ha sido señalado como uno de los posibles responsables de una asignación no óptima de los recursos humanos en la economía española y andaluza. Al respecto se apuntan dos posibles consecuencias negativas. La primera es la dificultad para cubrir los puestos de trabajo vacantes para aquellos niveles educativos con escasez de candidatos, y un desempleo considerable en los niveles con exceso de candidatos en relación con los puestos de trabajo. Este desequilibrio, que puede medirse a través de la dispersión relativa de las tasas de desempleo por niveles educativos, llevaría a una elevación de la tasa de desempleo agregada. En segundo lugar, pueden producirse emparejamientos no óptimos entre trabajador y puesto de trabajo, en los que el trabajador tenga un nivel de formación superior al requerido por el puesto de trabajo (sobreeducación) o inferior (infraeducación). El resultado de esta deficiente asignación sería una productividad inferior a la potencial, debido a un subempleo de recursos.


Para reforzar la ventaja comparativa es importante que existan unos sistemas eficaces de educación y formación. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados por los países miembros de la Unión Europea, aún todavía existen grandes diferencias. En este sentido, hay que recalcar que una prioridad en toda la Unión Europea es la adaptación de los sistemas de educación y de formación a los profundos cambios que se están registrando
. Es necesario responder a los avances tecnológicos, que están haciendo que las cualificaciones existentes se queden obsoletas, y a las tendencias demográficas, que están reduciendo el número de jóvenes que entran en el mercado de trabajo (Comisión Europea, 1999, págs. 130-133).


El nivel de estudios de la población en edad activa se configura como un indicador clave de la existencia de mano de obra cualificada en una región y aún hay grandes disparidades entre los niveles de estudios de los distintos Estados miembros de la Unión Europea, como veremos a continuación.

CUADRO Nº 2.20

	NIVEL DE INSTRUCCIÓN DE ANDALUCÍA EN ESPAÑA Y UE, 2001

	 
	
	
	 

	 
	Escaso
	Medio
	Elevado

	Andalucía
	64,5
	15,2
	20,3

	Aragón
	54,2
	18,4
	27,4

	Asturias
	58,4
	19,7
	21,9

	Baleares
	60,2
	21,9
	17,9

	Canarias
	61,4
	18,8
	19,7

	Cantabria
	53,9
	20,3
	25,8

	Castilla La Mancha
	67,0
	14,8
	18,3

	Castilla y León
	54,9
	19,2
	25,9

	Cataluña
	55,1
	18,7
	26,3

	Comunidad Valenciana
	62,9
	15,6
	21,4

	Extremadura
	68,6
	14,2
	17,2

	Galicia
	63,4
	14,6
	22,0

	Madrid
	45,5
	20,2
	34,3

	Murcia
	60,8
	16,6
	22,6

	Navarra
	48,3
	18,0
	33,7

	País Vasco
	45,0
	19,9
	35,1

	La Rioja
	56,2
	17,8
	26,1

	Ceuta y Melilla
	50,7
	26,5
	22,8

	ESPAÑA
	57,6
	17,6
	24,9

	UE-15
	34,2
	43,5
	22,3

	UE-25
	30,7
	48,7
	20,6

	UE-27
	30,4
	49,4
	20,2

	NOTA: Nivel de estudios de las personas de 25 a 59 años (en % del total).


FUENTE: Comisión Europea (2003).


Refiriéndonos al potencial humano, como factor productivo esencial en cualquier territorio, podemos observar como Andalucía se encuentra con una alta participación de población con un nivel de escaso nivel de instrucción (64,5 %) frente a la Unión Europea – 15 (34,2 %) y España (57,6 %), en ésta última sólo superada por Extremadura y Castilla La Mancha. También podemos observar como la carencia alcanzada por la población andaluza en el nivel medio de instrucción salta a la vista (15,2 %), algo inferior al que presenta la media española (17,6 %), sólo superior a Castilla La Mancha, Galicia y Extremadura, pero muy inferior al que presenta la UE-15 (43,5 %). Por último, el porcentaje de población con una alta cualificación es en Andalucía (20,3 %) también inferior al que presenta la UE-15 (22,3 %) y la media nacional (24,9 %), encontrándose en peor posición Baleares, Canarias, Castilla La Mancha y Extremadura.

Resumiendo lo anterior, un hecho relevante de Andalucía en el entorno nacional y europeo es el escaso porcentaje de población que presenta con altos y medios niveles de instrucción, sobre todo de este último, y el alto porcentaje de población con bajos niveles de instrucción. Andalucía, por tanto, se encuentra con un factor productivo poco especializado y preparado para encarar los fuertes cambios que se están originando como consecuencia del proceso de globalización que se está viviendo actualmente, acentuándose de nuevo en esta variable las fuertes disparidades sociales y económicas en el entorno europeo.

2.5. CONCLUSIONES.

Terminamos este capítulo con una serie de consideraciones que pueden resumir en cierta manera todo lo analizado anteriormente en el mismo sobre la situación que ha ocupado y ocupa Andalucía en el contexto nacional y europeo.


La región andaluza se presenta como una región que cuenta con una serie de ventajas que proporcionan un potencial de crecimiento y desarrollo socioeconómico y una serie de inconvenientes o dificultades que limitan su capacidad productiva y su acercamiento al resto de las regiones europeas. No obstante, parece ser que las características principales analizadas de la región andaluza en el espacio europeo y español se manifiestan en una serie de datos concretos:

* El crecimiento económico andaluz es superior en los ciclos expansivos (en la etapa 1986-1991 fue del 5 % frente al 3 % de la Unión Europea y al 4,3 % de España) e inferior en los ciclos contractivos (en la etapa 1991-1996 fue del 0,9 % frente al 1,5 % de la UE-15 y al 1,3 % de España). A pesar de que su crecimiento neto en el periodo analizado (1986-1996) ha sido superior al de España y la UE-15 (3,1 % frente a 2,8 % y 2,1 %, respectivamente), el acercamiento o convergencia real en PIB per cápita no ha sido más intenso (pasando de un PIB per cápita que suponía el 53 % de la media de la UE-15 en 1986 al 57 % en 1996, y de la posición nº 16 de las regiones más atrasadas de la UE-15 en 1986 a la nº 11 de las mismas en 1996) por el también mayor crecimiento de la población andaluza (0,6 %) frente al de la UE-15 (0,4 %) y de España (0,3 %).

* Las disparidades económicas regionales en Europa siguen siendo importantes, produciéndose una cristalización entre las regiones extremas y una mayor movilidad en el ranking de las regiones que ocupan las posiciones centrales. En consecuencia, siendo necesaria una política regional activa a escala comunitaria y española, así como una profunda reorientación y mayor dotación financiera. Desde otro punto de vista, las disparidades en el mercado de trabajo son menos graves que en PIB per cápita, debido a la mayor movilidad de las regiones en el ranking regional de la Unión Europea. Andalucía, al respecto, en el periodo 1991-2001 pasó de ocupar la segunda posición a la sexta de las regiones con mayor tasa de paro en dicho periodo, destacándose dentro de esta magnitud el paro de jóvenes en el 2001 (37,1 % frente al 15,1 % en la UE-15 y 24,9 % en España) y la tasa de paro en mujeres (31,9 % frente a 8,9 % en UE-15 y 18 % en España).

* La convergencia real en PIB per cápita de Andalucía respecto a la media de la UE-15 se ha producido en tres fases o periodos: 1959-1975, con un fuerte proceso convergente, ya que se pasó de tener una media del 40 % a cerca del 60 %; 1975-1985, con un intenso proceso divergente, pasando de una media cercana al 60 % a superar ligeramente el 50 %; 1985-2000, en el que de nuevo el proceso convergente se hace eco, en el que se pasa del 50 % al 61,2 %. Con la ampliación de la Unión Europea a 25 Estados miembros, Andalucía contaría con un PIB per cápita que supone el 67,5 % en el año 2000, con lo que seguiría perteneciendo a las regiones consideradas Objetivo nº 1, ya que no alcanzaría el 75 % de la renta media europea. Respecto a la convergencia real del PIB per cápita experimentado por Andalucía en el contexto de las regiones españolas, hay que decir que la evolución ha sido muy estable, con tres periodos diferenciados: 1959-1977, en el que se produce un fuerte proceso convergente, pasando del 68 % de la media española al 75 %; 1977-1987, con una leve fase de divergencia, ya que del 75 % se pasó al 71 %; y 1987-1998, con un ligerísimo aumento de la convergencia, pasando del 71 % a algo más del 72 %. No obstante, el verdadero nivel de vida, medido a partir de la Renta Familiar Bruta Disponible per cápita, ha estado aproximadamente 6 ó 7 puntos por encima del PIB per cápita a lo largo del periodo 1967-1997, lo que pone de relieve la capacidad redistribuidora del sector público en Andalucía.


A continuación, resaltaremos las conclusiones más destacadas en el análisis de los factores explicativos de la situación de Andalucía en su entorno regional europeo y español:

* Población y la dinámica demográfica: lo primero que podemos destacar es el mayor crecimiento experimentado en Andalucía (0,6 %) frente al de la UE-15 (0,4 %) y España (0,3 %) en el periodo 1986-1996, lo que indica la capacidad potencial de crecimiento económico con que cuenta Andalucía en su entorno europeo y nacional, aunque también hemos de considerar que este hecho ha impedido, entre otros factores, un mayor acercamiento en PIB per cápita de Andalucía con la media de la UE-15 y española. Las disparidades en densidad de población en el año 2000 eran muy intensas, encontrándonos un fuerte diferencial entre las 10 regiones con mayor densidad de población, con una media de 3.744 hab./km2, y las 10 regiones con menor densidad de población cuya media fue de 10 hab./km2, siendo la media de la UE-15 de 118 hab./km2. Andalucía es una región que en el año 2000 presenta una baja densidad de población (82,9 hab./km2) en su entorno europeo, a pesar de su mayor crecimiento demográfico, lo que limita su potencial crecimiento económico y convergencia real en el conjunto de las regiones europeas. En el entorno nacional, sin embargo, Andalucía presenta una densidad de población superior a la media española (79,1 hab./km2), contado además con un mayor porcentaje de población más joven (menor de 15 años) que supone el 17,8 % frente al 16,8 % en la UE-15 y 14,9 % en España, y menor porcentaje de población envejecida, 14,1 % frente a 16,3 % en la UE-15 y 16,8 % en España.

* Productividad y la estructura productiva: 1) Andalucía presenta una productividad inferior a la que presenta la media regional de la UE-15 y española, habiendo pasado del 87,62 % al 87,5 % de la media de la UE-15 entre 1987 y 1997. A nivel nacional, y a partir de una visión sectorial, podemos observar como Andalucía cuenta, en 1997, con una fuerte productividad en el sector agrario (130,08 %), una productividad en la industria levemente inferior a la española (95,19 %), y una escasa productividad en los servicios (87,44 %) y en la construcción (85,57 %). Todo ello hace que la productividad global de Andalucía fuese inferior a la española (89,27 %) en el mismo año 1997. En efecto, podemos afirmar que nos encontramos con una región que cuenta con una escasa productividad tanto en el contexto nacional como europeo, obstaculizando ello su competitividad y, por tanto, su nivel de desarrollo económico. La evolución seguida por la productividad andaluza en el entorno nacional en el periodo 1955-1997 ha sido fuertemente expansiva en la agricultura (pasando de 98,59 % de la media española a 130,08 %), un modesto aumento en el sector industrial (de 88,48 % pasó a 95,19 %), un leve retroceso en el sector servicios (de 90,84 % pasó a 87,44 %) y una fuerte caída en el sector de la construcción (pasando de 96,81 % a 85,57 %), lo que ha supuesto un ligero aumento global de la productividad andaluza en el dilatado periodo analizado (pasando de 82,69 % a 89,27 %); 2) Andalucía cuenta con una estructura productiva muy centrada en el sector agrario (11,1 % frente al 4,1 % de la UE-15 y al 6,5 % de España), un escaso sector industrial (25,7 % frente al 28,5 % de la UE-15 y 31,6 % de España) y un sector servicios que supone el 63,2 % del empleo total, con una menor dimensión que en la UE-15 (66,7 %) y mayor que en España (61,9 %). 

* Infraestructuras: nos encontramos con una región con fuertes carencias de infraestructuras cuando la comparamos con la UE-15 y España. Como claro exponente diferencial, hemos comprobado como la densidad de líneas de ferrocarril y de líneas electrificadas de ferrocarril eran prácticamente la mitad que en la UE-15 (25,8 y 13,4 km/km2 frente a 49,8 y 23,1 km/km2 de la UE-15, respectivamente). Respecto a España, podemos afirmar como Andalucía, con un 17,29 % del territorio y una población que no ha bajado del 17 % del total nacional, cuenta con un stock de capital total algo superior al 15 %, lo que supone claramente una limitación al desarrollo, teniendo en cuenta que en 1992 el stock neto de capital público era del 17,56 % del total nacional. Ello demuestra que las carencias de capital vienen dadas fundamentalmente por el stock neto de capital privado, que en el mismo año era inferior al 15 % del total nacional. No obstante, la evolución general del stock de capital de Andalucía respecto al total nacional en el amplio periodo 1955-1992 ha sido positiva, pasando del 16,46 % en 1955 al 17,56 % en 1992.

* Innovación y avance tecnológico: observamos como los recursos que utiliza Andalucía (0,61 % del PIB) se encuentra muy por debajo del gasto medio nacional (0,96 %) y europeo (1,9 %), lo que origina unos resultados inferiores a los de la media nacional y europea. La media de solicitudes de patentes europeas en el periodo 1998-2000 por millón de habitantes era en Andalucía de 5,9, frente a 22,0 en España y 140,1 en la UE-15. No obstante, es necesario resaltar como el crecimiento en los resultados obtenidos en el periodo 1994-2000 ha sido superior en Andalucía (84,38 %) que en España (83,33 %) y la UE-15 (54,36 %).

* Capital humano: Andalucía es una región con escasa dotación de capital humano si lo comparamos con la media de las regiones de la UE-15 y España, con un 35,8 % de población con un nivel elevado de instrucción, frente al 65,8 % de la UE-15 y el 42,5 % en España. 


Resumiendo, Andalucía es una región que, a pesar de las ventajas con que pueda contar, como son las ventajas locacionales y demográficas, cuenta con multitud de dificultades que le impiden acercarse a la media de las regiones europeas y españolas, motivado fundamentalmente por su escasa capacidad productiva, la escasa productividad que obtiene dificultando su competitividad, una estructura productiva con una alta participación del sector agrario, las deficiencias del mercado laboral que no es capaz de absorber toda la mano de obra disponible, la falta de infraestructuras que le conecte con los grandes centros de actividad económica de la Unión Europea, la insuficiente capacidad de innovación tecnológica y obtención de resultados en este campo y la escasa formación y especialización del capital humano, lo que lógicamente limita el proceso de desarrollo económico interno de Andalucía y de sus comarcas, intensificando las diferencias entre las comarcas más prósperas y las menos prósperas.

� Véanse al respecto Trigilia (1988), Komninos (1989), Porter (1990a y 1990b), O´Brien (1992), Storper (1997).


� Aconsejamos al respecto la lectura de los trabajos de Rojo Salgado (1996), Storper (1997).


� Carta Comunitaria de la Regionalización del Parlamento Europeo en el año 1988 (véase DOCE, nº C326 de 19 de diciembre de 1988); II Conferencia Parlamento-Europeo-Regiones de la Comunidad celebrada en noviembre de 1991; en 1992 el tratado de Maastricht reconoce explícitamente las regiones y su participación en la Unión Europea (Roca i Junyent, 1995, págs. 20-21) (Carro Martínez, 1991, págs. 251 y ss.; citado en Rojo Salgado, 1996, págs. 100-101); Declaración de la Asamblea de Regiones de Europa sobre el Regionalismo en Europa, Basilea, 4 de diciembre de 1996, Preámbulo nº 9 (Petschen, 1998, pág. 67) (Rodríguez Pose, 1995, págs. 107-108). 


� Informe del Parlamento “La Regionalización en la Comunidad. Factor de Desarrollo Regional”, ponente: Sr. O´Donnell (PE 123.460/B/def), citado en Barón (1989, pág. 607).


� Véase al respecto Alonso (1989).


� Citado en Rojo Salgado (1996, pág. 131).


� Véase Comisión de las Comunidades Europeas (1987, 1991), Comisión Europea (1994, 1999, 2003).


� A este objetivo también se le ha denominado convergencia de carácter financiero y monetario en Curbelo y Alburquerque (1992, pág. 117), Lázaro Araujo (1999a, pág. 691).


� Al respecto nos podemos encontrar una amplia bibliografía. Pero, entre otros, podemos citar a De La Dehesa (1995, pág. 178), Andrés y Doménech (1996a, pág. 33); Otros estudios que hacen referencia a esta cuestión lo tenemos en López-Bazo et.al. (1999), López-Bazo (1999), Hildenbrand (1999), Finglenton (1999), Magrini (1999), Casado Raigón (2000), Cuadrado Roura (2000, 2001), Villaverde Castro (2002) y Hallet (2002). 


� Algunos trabajos interesantes sobre estos modelos y su aplicación al caso europeo lo tenemos, entre otros muchos, en Capellin (1992a) (concretamente debemos centrarnos en la lectura del apartado 6 de tal artículo titulado “Una nueva estrategia para las regiones menos desarrolladas”, pp. 37-44), Esteban y Vives (1994), De La Dehesa (1995), Andrés y Doménech (1996a y 1996b), Sevilla y Golf (1999), Cuadrado Roura (2001). No obstante, para un mayor desarrollo, véase el capítulo I de este trabajo. 


� En Martín (1995) se hace referencia a que la idea que subyace en los documentos oficiales que conforman la base de la creación y la profundización de acuerdos de integración económica es que éstos permiten la consecución de mejoras de eficiencia en la asignación de recursos y potencian la capacidad de crecimiento y bienestar global de los países firmantes. No obstante, la proliferación de nuevas teorías del crecimiento económico (como los modelos de crecimiento endógenos) han venido a dar explicación del fenómeno de persistencia y a veces acentuación de los desniveles de renta per cápita que con escasas salvedades se revelan como la tónica general en las últimas décadas. Ello queda además constatado en el trabajo de Cuadrado (2000), en la que pone de manifiesto la evolución de las disparidades en la U.E. distinguiendo tres periodos: a) desde 1960 hasta mediados de los setenta, en las que el proceso predominante es hacia la convergencia, tanto en términos de PIB por habitante, como en el de productividad y empleo; b) desde mediados de los setenta hasta mediados de los ochenta, en el que la convergencia económica por regiones y por países se detiene en el conjunto de la U.E., constatándose incluso un cierto grado de divergencia en varios de los países analizados; y c) desde mediados de los ochenta hasta 1996, en el que las disparidades existentes a nivel global se han estabilizado, e incluso han empeorado ligeramente en algún momento de este periodo en el seno de la U.E.


� Véase también Dunford (1993), en el que dicho autor afirma que los desequilibrios en las regiones de la Unión Europea eran casi tan importantes como lo eran en los años 50, y alcanzaban en los años 90 niveles similares a los existentes en los años 70. A idéntica conclusión llegan Ezcurra et. al. (2003, págs. 20-21).


� Cabe referenciar, entre otras, los siguientes trabajos: Barro y Sala i Martín (1991), Dolado et. al. (1994a y 1994b), Sala i Martín (1996), Molle (1996) (en la página 100 de este trabajo el autor afirma que en Europa Occidental prevalece la convergencia en el largo plazo -tomando datos desde 1950 a 1990-, aunque posteriormente aclara que el proceso convergente finalizó en la década de los 80); López-Bazo et. al. (1999) indican que el proceso de convergencia llevado a cabo por las regiones europeas acabó a finales de los años 70; Cuadrado Roura et. al. (2000), en el que exponen que a pesar de la tendencia global hacia la convergencia en productividad, la evidencia empírica revela que aún hoy las diferencias regionales en la Unión Europea son significativas; Cuadrado Roura (2001), en este artículo, el autor concluye que la evidencia empírica demuestra que después de años de ligera convergencia en renta per cápita y en productividad del trabajo entre las regiones de la Unión Europea, este proceso ha terminado casi totalmente; Sánchez y Ortega (2002, pág. 269-270) afirman que durante el periodo comprendido entre 1988 y 1998 se pueden distinguir claramente dos periodos: el periodo 1988-1993 caracterizado por un claro proceso de convergencia en PIB per cápita entre los Estados miembros de la Unión Europea, corroborando la tesis de los modelos neoclásicos de crecimiento económico, mientras que en la etapa 1993-1998 el proceso de convergencia prácticamente se ha detenido entre los Estados miembros. A nivel regional, por otro lado, en el periodo 1988-1998 las disparidades en PIB per cápita han aumentado ligeramente, pasando la desviación típica del 26,7 en 1988 al 28,3 en 1998.


� Como ejemplos, tenemos los siguientes trabajos: Armstrong (1995), Dunford (1994), Rodríguez Pose (1998a y 1998b), Cuadrado Roura et. al. (1998), Magrini (1999), Hall (1999, Cap. I, pág. 36), Esteban (1999, Cap. II), Begg (1999), en el que dice que aunque el VI Informe Periódico de las regiones europeas dice que el PNB, o la producción per cápita de las regiones más pobres están convergiendo hacia la media de la Unión Europea (pág. 7 del informe), es significativo que las listas de las regiones más prósperas se hallan mantenido estabilizadas a lo largo de las décadas, lo que sugiere que la convergencia es un proceso largo. 


� Si bien estos mismos autores señalan que, respecto a la media de la Unión, durante los últimos años las regiones españolas han mantenido la tendencia a la convergencia en términos de valor añadido bruto por habitante.


� Véase al respecto la primera parte (Convergencia/divergencia en Europa. Un marco de referencia) de los trabajos de Cuadrado Roura et. al. (1998), Mancha Navarro (2000), Garrido Yserte (2002).


� Véase al respecto Esteban (1999, Cap. II), Cuadrado y Parellada (eds.) (2002).


� Al respecto, sería interesante complementarlo con las lecturas siguientes: Krieger-Boden (2002), Mancha y Sotelsek (dir. y coord.) (2001).


� Véanse entre la abundante bibliografía que existe al respecto, los siguientes trabajos: Martín Pliego et. al. (1994, Cap. I), Nieto Solís (1995, Cap. 18), Tugores Ques (1997, 1999), Hall (1999, Cap. I, págs. 39-42), Hildenbrand (1999); Plaza (2002).


� Los Fondos Estructurales vienen constituidos por los instrumentos financieros que tratan de promover la realización de reformas estructurales de carácter regional, agrario o laboral, con el fin de luchar contra los desequilibrios económicos y sociales, tanto de naturaleza territorial como de carácter general. Además de estos instrumentos financieros, que actúan a través de la concesión de subvenciones, la Unión Europea se ha dotado, asimismo, de otro instrumento de naturaleza financiera (como el Banco Europeo de Inversiones) que, de una u otra forma, contribuyen a mitigar la magnitud de los desequilibrios económicos y sociales existentes en el territorio europeo.


� El Fondo Europeo de Desarrollo Regional tiene como objetivo fundamental fomentar la cohesión económica y social de la Unión Europea mediante la realización de actuaciones destinadas a reducir las desigualdades entre regiones o grupos sociales. La ayuda financiera de este fondo se destina principalmente a apoyar a las pequeñas y medianas empresas, fomentar las inversiones productivas, mejorar infraestructuras e impulsar el desarrollo local.


� El Fondo Social Europeo aborda la modernización de las políticas y sistemas nacionales de educación, formación y empleo. Tiene en cuenta la Estrategia Europea de Empleo y sirve de marco de referencia para el conjunto de las acciones en favor de los recursos humanos.


� El Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola viene dado por el conjunto de recursos asignados por la Unión Europea a las actividades relacionadas con la agricultura. Las de carácter orientación se refieren a la mejora estructural de las explotaciones, en tanto que las de garantía se relacionan con el sistema de sostenimiento de precios que funciona conforme a los reglamentos de la Política Agrícola Común.


� El Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca financia medidas complementarias de la política pesquera común.


� Las Iniciativas Comunitarias, cuya finalidad básica es la de reforzar la cohesión económica y social en la esfera europea, son instrumentos específicos de la política estructural de la Unión Europea. Tienen como objetivo final adoptar medidas que contribuyen a resolver problemas que tienen una dimensión europea, caracterizándose, sobre todo, por apoyar a las operaciones de cooperación transnacional, transfronteriza e interregional.


� El Fondo de Cohesión actúa como complemento de las acciones estructurales comunitarias propiamente dichas. Su objetivo concreto es el de subvencionar actuaciones en materia de medio ambiente y redes transeuropeas (de transportes, comunicaciones y energía) en aquellos países de la Unión Europea que tengan un PIB por habitante inferior al 90 % de la media comunitaria, España, Grecia, Portugal e Irlanda, conocidos como los cuatro países de la cohesión (López, 1995, pág. 274).


� Es así como se conoce al Tratado Constitutivo de la Unión del Magreb Árabe (UMA) firmado por Marruecos, Argelia, Túnez, Libia y Mauritania en 1989. Los objetivos principales del mismo eran: por un lado, fomentar la paz, consolidar los lazos fraternales, unificar las políticas internacionales, de defensa, económicas y culturales; por otro lado, liberalizar la circulación de personas, bienes, servicios y capitales; y, por último, aunar esfuerzos para alcanzar un mayor bienestar social. Un interesante estudio al respecto lo tenemos en Marchante Mera (Dir.) et. al. (2001b).


� Ello da a Andalucía un papel protagonista en el espacio internacional.


� Al respecto pueden verse, sin ánimo de ser exhaustivos, los siguientes trabajos: Cuadrado Roura (1988a y 1988b), Alcaide Inchausti (1988, 1995), Alcaide Inchausti et. al. (1990), Raymond Bara (1990, 1995a, 1995b), Aurioles Martín y Lozano Peña (1992), Capellin (1992a), Curbelo y Alburquerque (1992), Mella Márquez (1992), Pedreño (1993), Villaverde Castro y Pérez González (1996), Calvo y Gregorio (1998), López-Bazo (1999). 


� De hecho, un elemento esencial que ha caracterizado a Andalucía como una región subdesarrollada ha sido, sobre todo, la debilidad de su sector industrial, muy alejado tanto en producción como en puestos de trabajo de los valores medios españoles; además, se trata de una industria dependiente, con un alto grado de concentración territorial y escasamente integrada en la vida regional. Algunos interesantes trabajos sobre la economía andaluza y sus características sectoriales los tenemos en Casado Raigón (Coord.) et. al. (1993, 1996, 1998 y 2001).


� Este incremento tecnológico tiene como causas fundamentales el intento de conseguir mayor competitividad económica, teniendo como consecuencia el aumento de desempleo en la región.


� La desarticulación económica supone que no existe un conjunto autocentrado, sino que los sectores económicos son escasamente interdependientes, existiendo una baja conexión intersectorial en el seno de la economía andaluza.


� Véanse al respecto Peña Sánchez y Rodríguez García (1996a, 1996b).


� Entendiendo como tal la orientación de la producción andaluza hacia el mercado externo, y donde la propia configuración de la infraestructura de los transportes y comunicaciones internas resulta elocuente a ese proceso de extraversión, ya que garantizan perfectamente el traslado del excedente interno hacia afuera, siendo muchísimo menor la articulación de las distintas comarcas y pueblos andaluces entre sí.


� Referida al hecho de que en los países y/o las zonas centrales industriales, la utilización de técnicas intensivas de capital logra un fuerte dinamismo mucho mayor que en la periferia, disponiendo además aquellas economías de una mayor flexibilidad para readaptarse a las distintas situaciones del ciclo de la acumulación del capital, lo que no sucede de igual manera en el interior de las economías periféricas como la andaluza (Alburquerque, 1984, pág. 65).


� Que hace referencia a la medida en que se depende del mercado externo para la colocación de los productos andaluces de la especialización primaria (Alburquerque, 1984, pág. 66).


� Referido a la dependencia cultural provocada por la importación e interiorización en la sociedad local de los modelos de consumo propios del “american way of life”. El efecto “demostración” que se alienta a través de los medios de comunicación y contaminación de masas profundiza progresivamente la destrucción de nuestros propios rasgos culturales específicos y empujará pues a modos y estilos de consumo que supondrán asimismo un impulso de la demanda de importaciones de esos productos del exterior. Con lo cual la capacidad de ahorro interna también acaba desviándose de este modo, y en buena medida, hacia importaciones fuertemente estimuladas como consecuencia de un modelo consumista también importado (Alburquerque, 1984, págs. 66-67).


� Debemos añadir que seguirá siéndola tras la ampliación de la Unión Europea con la incorporación de los países del Este de Europa; no obstante, aunque su posición mejorará, no llegará a superar el 75 % de la renta media comunitaria. Véase al respecto Cordero Mestanza (2003), Aurioles Martín et. al. (2002).


� Que podemos calcularlo a partir de:





�EMBED Equation.3���





siendo TCPIBpc = tasa de crecimiento del PIB per cápita; TCPIB = tasa de crecimiento del PIB; y TCPobl. = tasa de crecimiento de la población.


� La conclusión a la que llegan estos autores se encuentra en la p. 25, tomado como referencia los años 1977 y 1996.


� Sobre todo de las regiones que ocupan las posiciones extremas.


� Según los datos que se desprenden de la Comisión Europea (2002), dicha cifra se llegó a alcanzar en 1999. Ver  www.europa.eu.int/comm/regional_policy/sources/docoffic/official/reports/contenpdf_es.htm


� Con datos de 1986 y 1996.


� Con cifras del año 2000, y manteniéndose la media comunitaria de dicho año, todas las regiones de los futuros Estados miembros (excepto Chipre, Bratislava, Praga y Hungría Central) también serían acreedoras a beneficiarse de las ayudas financieras correspondientes a las regiones del Objetivo nº 1. La incorporación de estos países de la ampliación conlleva una reducción significativa del PIB per cápita medio europeo y, por tanto, que algunas regiones que actualmente forman parte del Objetivo nº 1 dejen automáticamente de serlo (es el conocido “efecto estadístico”) (Villaverde Castro, 2003, págs. 86-93).


� Véase al respecto Greenwood (1985). Citado en Fischer y Nijkamp (1989, pág. 385). Véase también Batey y Madden (1999).


� En este sentido, y centrándonos en el mercado laboral regional, entre otros, tenemos algunos trabajos interesantes como Collado (1995), Castillo Delgado y Jimeno Serrano (1996), Castillo Delgado (1998), Johnes y Hiclak (1999), Alonso e Izquierdo (1999), Van Ommeren et. al. (1999), Mathur y Song (2000), Villaverde y Maza (2002), López-Bazo et. al. (2002). Véase además el monográfico sobre mercado de trabajo en el nº 72 de Papeles de Economía Española.


� Un interesante estudio comparativo del mercado de trabajo entre España y la Unión Europea lo podemos encontrar en Martín (1997).


� En Martínez Romero (1997b, págs. 13-20) se hace una revisión histórica sobre los antecedentes del subdesarrollo andaluz.


� Véase al respecto el trabajo de Sánchez Fernández (1999).


� El primer y tercer obstáculo al crecimiento económico ha sido citado por De Jouvenel (1989). Citado en Rodríguez Pose (1995, págs. 262-263).


� Entre otros, y sin ánimo de ser exhaustivos, podemos citar a Biehl (1988), Mas el. al. (1993b, 1994b), Argimón et. al. (1994), Draper y Herce (1994), Karlsson (1997), Boarnet (1998), Gil et. al. (1998), Takahashi (1998), Button (1998), Mazziotta (1999), Seitz (2000), Chandra y Thompson (2000), Knaap et. al. (2001), Weinhold y Reis (2001), Seung y Kraybill (2001), Pedraja et. al. (2002), Boscá et. al. (2002), Alonso y Freire-Serén (2002), Moreno et. al. (2002), Rupasingha et. al. (2002), Martínez López (2002), Rovolis y Spence (2003), Álvarez et. al. (2003).


� Como estudios recientes, entre otros, podemos destacar los siguientes: Muñoz (1995), Bravo y Quintanilla (1995), Castillo y Jimeno (1998), Shefer y Frenkel (1998), Díez et. al. (1998),  Coronado y Acosta (1999), Gersbasch y Schmutzler (1999), López y Sanaú (1999), Ogawa (2000), Varga (2000), De Groot et. al. (2001), Fischer (2001), Love et. al. (2001), Roper (2001), Norman (2002), García Quevedo (2002), Oinas y Malecki (2002), Trullén et. al. (2002), Anselmo de Castro y Jensen-Butler (2003), Audretsch (2003).


� Algunos trabajos interesantes al respecto lo podemos encontrar en: Massey (1984), Bishop et. al. (1985), Psacharopoulos y Woodhall (1987), Rumberger (1987), Senault (1988), Blaug (1989), Fischer y Nijkamp (1989), Schwanse (1989), Hersch (1991), Sáez (edit.) (1991), Sicherman (1991), Álvarez González (1992), Núñez (1992), Alba Ramírez (1993), Groot (1993), Durán et. al. (1994), San Segundo (1995), Vázquez Barquero (1995), Blaug (1996), Levin y Kelley (1996), Lope (1996), Blanco (1997), Moreno (1998), Hernández y Peragón (1999), constituyen algunos ejemplos en los que se introduce algún indicador de capital humano como variable explicativa del crecimiento económico. Como estudios recientes, podemos citar, entre otros, los siguientes: Mella y Solé i Parellada (1998), Bretschger (1999), Bhatta y Lobo (2000), Varga (2000), Rotember y Saloner (2000), Lall y Yilmaz (2001), Karlsson y Zang (2001), Beitia (2002), Raymond (2002), Fritsch (2002).


� Véase al respecto Biehl (1986, 1989), Cutanda y Paricio (1992), González-Páramo (1995), De La Fuente (1996b y 1996c), De Rus Mendoza (1996), Gorostiaga (1999), Mazziotta (1999), Boscá et. al. (1999), Chandra y Thompson (2000), De Rus Mendoza y Rastrollo Horrillo (2001), Pedraja et. al. (2002), Boscá et. al. (2002), Alonso y Freire-Serén (2002), Álvarez et. al. (2003), Anselmo De Castro y Jensen-Butler (2003).


� Tal y como lo hacen Ohuallachain (1999), Ceh. (2001) y Greunz (2003).


� Considerado el gasto total en I+D como el indicador más relevante sobre innovación y desarrollo tecnológico disponible (Lázaro Araujo (Coord. Gral.) (2002, pág. 30)).


� Véase al respecto Álvarez González (1992), Hernández y Peragón (1999), Salas Velasco (2000), Karlsson y Zhang (2001), Raymond Bara (2002). 


� Interesantes trabajos sobre los efectos de la educación en la economía los tenemos en Blaug (1989), Gil et. al. (1998), Jiménez Aguilera y Salas Velasco (1999) y Jiménez Aguilera et. al. (Coords.) (2003).
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